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1) TEXTO DE LA CITACION 


“Montevideo, octubre 12 de 1985. 

La ASAMBLEA GENERAL se reunirá en sesión extra- 

ordinaria, el próximo martes 15, a la hora 19, a fin de 

dar Cuenta de los asuntos entrados y considerar las ob- 

servaciones formuladas por el Poder Ejecutivo al Proyecto 

de Ley de Arrendamientos Urbanos (artículo 138 de la 
Constitución de la República). ? 


LOS SECRETARIOS.” 
2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores senadores Gonzalo Aguirre Ra. - 


mírez, José Germán Araújo, Hugo Batalla, Jorge Batlle, 
Eugenio Capeche, Pedro W. Cersósimo, Carlos W. Cigliuti, 
Juan C. Fá Robaina, Juan Raúl Ferreira Sienra, Guiller- 
mo García Costa, Reinaldo Gargano, Raumar Jude, Luis 
A. Lacalle Herrera, Oscar Lenzi, Enrique Martínez More. 
no, Carminillo Mederos da Costa, Dardo Ortiz, Carlos J. 
Pereyra, Juan Martín Posadas, Luis Bernardo Pozzolo, 
Américo Ricaldoni, A. Francisco Rodríguez Camusso, Luis 
A. Senatore, Juan A. Singer, Uruguay Tourné, Alfredo 


Traversoni, Juan J. Zorrilla, Alberto Zumarán; y, los se- 
ñores representantes Numa Aguirre Corte, Guillermo Al. 
varez, Juan J. Amaro, Abayubá Amen Pisani, Ernesto 
Amorín Larrañaga, Jorge Andrade Ambrosoni, Carmen 
Arana, Nelson Arredondo Hugo, Fanny Arón, Roberto 
Asiaín, Héctor Barón, Honorario Barrios Tassano, Juan A. 
Bentancur, Carlos Bertacchi, Guillermo Boerr, Edgard Bo. 
nilla, Federico Bouza, Alberto Brause, César Brum, José 
F. Bruno, Mario Cantón, Cayetano Capeche, Tabaré Ca. 
puti, Carlos A. Cassina, Washington Cataldi, Raúl Caza. 
ban Goncalyes, José Cerchiaro San Juan, Jorge Conde 
Montes de Oca, Victor Cortazzo, Julio E. Daverede, José 
Díaz, Ruben Escajal, Yamandú Fau, Rubens Francolino, 
Carlos M. Fresia, Rúben E. Frey Gil, Juan J. Fuentes, 
Jorge Gandini, Carlos Garat, Alem García, Oscar Gestido, 
Héctor Goñi Castelao, Hugo Granucci, Ramón Guadalupe, 
Arturo Guerrero, Luis Alberto Heber, Luis A. Hierro López, 
Walter Isi, Luis Ituño, Raúl Lago, Daniel Lamas, Ariel 
Lausarot, Ricardo Lombardo, Oscar López Balestra, Nel. 
son Lorenzo Rovira, Jorge Machiñena, Oscar Magurno, 
Julio Maimó Quintela, Antonio Marchesano, Luis José 
Martínez, Orosmán Martínez, Eden Melo Santa Marina, 
Pablo Millor, Clemente Muñoz, Carlos E. Negro, Antonio 
Nión, Francisco José Ottoneilí, Juan A. Oxacelhay, Ope 
Pasquet Iribarne, Ramón Pereira Paben, Juan Pintos Pe- 
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reira, Carlos Pita Alvariza, Lucas Pittaluga, Elías Porras, 
Baltasar Prieto, Alfonso Requiterena Vogt, Edison Rijo, 
Gulberto Rios, Héctor Lorenzo Rios, ficardo Rocha Imaz, 
Caslos Rodriguez Labruna, Yamandú Rodriguez, Raúl Ro- 
sales Moyano, Hebert Rossi Pasina, Walter Santoro, Ya- 
maadú pica Blanco, Bartolo Mauro Silva, Jorge Silveira 
Zavala, Carlos Norberto Soto, Guillermo Stirling, Héctor 
Martin Sturia, Anarés Toriani, Victor Vaillant, Gustavo 
Varela, Tabaré Viera, Alfredo Zaffaroni Ortiz y ison 
H. Zunini. 


FALTAN: con licencia, los señores senadores José Pe. 
dro Cardoso, Eduardo Paz Aguirre, Francisco Mario Ubillos 
y los señores representantes Nelson Alonso, Eber Da Rosa, 
Francisco Forteza, Washington García Rijo, Marino Ira- 
zoqui, Eduardo Jaurena, Héctor Lescano y León Morelli. 


Con aviso, el señor senador Manuel Flores Silva y los 
señores representantes Javier Barrios Anza y Juan P. Cl- 
ganda. 


3) ASUNTO ENTRADO 


SEÑOR PRESIDENTE. — Habiendo número, está 
abierta la sesión. 


(Es la hora 19 y 36 minutos) 
—Dése cuenta de un asunto entrado. 
(Se da del siguiente: ) 
“Montevideo, 15 de octubre de 1985. 


El Poder Ejecutivo remite un Mensaje por el que co- 
municOlIWABA ejercicio de las facultades que le confie- 
ren _los artículos 137 y 168 numeral 6% de la Constitución 
dé Ta Repú blica ha resuelto no promulgar el proyecto de 
ley de alquileres aprobado por el Cuerpo en Sesión del día 
2 de octubre de 1985.” 
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El régimen proyectado es _injusto para un amplio 
sector social —el de los pequeños propietarios— porque 
pasa por alto que éste no especula con las rentas sino 
que las utiliza como legitimo medio de subsistencia. 


Tampoco el régimen proyectado beneficia realmente a 
quienes se supone son la parte económicamente mas dé- 
bil porque estrechará de tal manera la oferta ae vivien: 
das que hará elevar el precio de los arriendos y diticul- 
tará enormemente la posibilidad de contratación de las 
personas con menores recursos, como ya se advierte en 
la plaza. 


A título de ejemplos ilustrativos -——hay más— de las 
inconstitucionalidades señaladas preced.ntemente, pode- 
mos €legir el de los articulos 2 y 13 que clausuran pro- 
cedimientos en desconocimiento Te la cosa juzgada y el 
de los articulos 13, 21 y 22 que limitan las potestades del 
juez para fijar el monto de las indemnizaciones corres- 
pondientes. En todos estos casos se viola el principio de 
separación de poderes, que es una de las claves de boveda 
del edificio constitucional. También el artículo 6%, al dis- 
poner pagos retroactivos en la contratación privada, vul- 
nera el derecho de propiedad. 


Estas inconstitucionalidades, por Otra parte, manten: 
drán una situación de total inestabilidad juridica pues 
las acciones judiciales —de previsible andamiento-—- crea- 
rán un clima de incertidumbre sobre la vigencia del ré- 
gimen, 


El Capítulo V va más allá de la generosa intención 
que lo inspira ya que desnaturaliza el contrato de hospe- 
daje al convertir en lo que no son a los ocupantes de los 
establecimientos referidos en el artículo 15 no inscriptos 
o Cuya inscripción hubiese caducado o hubiese sido can: 
celada. Por otra parte no prevé la solución para los casos 
en que se regularice la situación. 


Otros artículos no merecen la tacha de inconstitucio- 
nales pero lucen una redacción confusa y contradictoria 
o conducen a soluciones inconvenientes (por ejemplo, el 
artículo 24, inciso 3% y el artículo 28), 


El proyecto, además, contiene disposiciones permanen- 
tes que no se ajustan a la naturaleza de una ley de emer- 
gencia. 


Cabe considerar muy especialmente que el Poder Eje- 
cutivo no pretende cuestionar que se legisle sobre un te: 
ma tan importante y de tantas consecuencias sociales, 
sino abrir una nueva instancia de discusión parlamenta- 
ria que permita arribar a soluciones más respetuosas de 
los principios constitucionales —que siempre deben ser 
preservados— y más justas para todos los legítimos inte- 
reses en juego. 


El Poder Ejecutivo está seguro de que el Poder Le- 
gislativó procederá a reexaminar el proyecto que se obser- 
va en su totalidad a fin de encontrar una solución más 
adecuada a las necesidades actuales de la sociedad. 


Saludo al señor Presidente de la Asamblea General 
con el mayor respeto y consideración. 


JULIO MARIA SANGUINETTI 
Presidente de la República 


Luis Mosca, Carlos Manini Ríos, Adela Reta. 
PODER LEGISLATIVO 


El Senado y la Cámara de Representantes de la Re- 
pública Oriental del Uruguay, reunidos en Asamblea Ge- 
neral, decretan: 

CAPITULO 1 
De los arrendatarios buenos pagadores 


Artículo 1% (Suspensión de lanzamientos) — Los lan- 
zamientos dispuestos o que se dispongan contra arrenda- 
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tarios o subarrendatarios buenos pagadores, de fincas ur- 
banas o suburbanas destinadas a casa-habitación, queda- 
rán suspendidos en su cumplimiento efectivo hasta el 30 
de abril de 1986. : 

Exceptúanse de la suspensión dispuesta en el inciso 
precedente los lanzamientos decretados de conformidad 
con lo dispuesto en los numerales 1, 3 y 4 del artículo 24, 
en los artículos 33, 34 y 59, en el inciso 4% del artículo 
63, y en el inciso 22 del articulo 64 del Decreto - Ley 
N9 14.219, de 4 de julio de 1974, y en el artículo 15 de la 
Ley N9 9.624, de 15 de diciembre de 1936, sus modificati- 
vas y concordantes. 


La disposición del inciso primero del presente articu: 
lo tampoco comprende a los arrendatarios a que se re- 
fiere la Sección 3 del Capítulo X del Decreto-Ley N? 14.219, 
de 4 de julio de 1974, los que seguirán rigiéndose por las 
normas allí establecidas, con las modificaciones dispues- 
tas en esta ley. 


Art. 22 (Clausura de procedimientos) — Los arren- 
datarios que se hubieran acogido a la reforma del plazo 
de desalojo haciendo uso de la facultad acordada por el 
artículo 52 del Decreto-Ley N* 14.219, de 4 de julio de 
1974, serán considerados buenos pagadores a todos sus 
efectos, clausurándose de oficio los juicios contra ellos 
pendientes siempre que, a la fecha de entrada en vigen- 
cia de la presente ley, se encuentren al día en el pago de 
los alquileres y “demás prestaciones que correspondan, 


Art. 39 (Desistimiento unilateral del contrato) — Los 
contratos de arrendamiento con destino a casa-habitación 
celebrados con anterioridad a la fecha de vigencia de la 
presente ley y que tengan un año o más de duración a 
dicha fecha o lo cumplan antes del 1% de marzo de 1986, 
podrán ser objeto de desistimiento unilateral por parte 
del arrendatario. 


Para ejercitar el derecho al desistimiento unilateral 
del contrato, el inquilino deberá estar al día, en el mo- 
mento de la restitución del bien, en el pago de los alqui- 
leres devengados hasta la fecha y demás prestaciones que 
adeudare, o haber celebrado con el arrendador un con: 
venio escrito de pago por el monto adeudado. 


Los arrendatarios dispondrán de un plazo de sesenia 
días corridos a partir del siguiente al de la entrada en 
vigencia de la presente ley o, en su caso, desde el cur:- 
plimiento del año a que se refiere el inciso primero, para 
hacer -uso del derecho al desistimiento. A tal efecto de- 
berán comunicar su decisión al arrendador por acta no- 
per telegrama colacionado u otro medio escrito feha- 
ciente. 


El desistimiento unilateral se perfeccionará con la co- 
municación referida en el inciso anterior, en la que de- 
berá notificarse al arrendador la fecha de restitución de 
la finca, la que se hará efectiva en un plazo no inferior 
a treinta ni mayor a cuarenta y cinco días corridos con- 
tados desde dicha notificación. 


Si el arrendatario no cumpliera con la restitución en 
la fecha convenida, el arrendador podrá solicitar el desa- 
lojo de la finca con el plazo y el procedimiento previstos 
ES red 48 del Decreto-Ley N9 14.219, de 4 de julio 

e 1974. 


CAPITULO II 
Del reajuste de los precios 


Artículo 4? — Durante el período comprendido entre 
el 19 de marzo de 1985 y el 28 de febrero de 1986, los 
reajustes anuales del alquiler (artículos 14 y 15 del De- 
creto-Ley N9 14.219, de 4 de julio de 1974), se harán etfec- 
tivos de la siguiente forma: j 


A) En los arrendamientos con destino a casa-habita- 
ción, el reajuste será equivalente al 30% (trein- 
ta por ciento) del respectivo índice de actualiza- 
ción; cuando el alquiler no supere los N$ 3.500 
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(nuevos pesos tres mil quinientos) mensuales; al 
40% (cuarenta por ciento) del índice sobre al- 
quileres mayores de N$ 3.500 (nuevos pesos tres 
mil quinientos) y no superiores a N$ 5.500 (nue- 
vos pesos cinco mil quinientos) mensuales; al 
50 % (cincuenta por ciento) del índice, sobre al- 
quileres mayores de N$ 5.500 (nuevos pesos cinco 
mil quinientos) y no superiores a N$ 7.500 (nue- 
vos pesos siete mil quinientos) mensuales; al 
60 % (sesenta por ciento) del índice, sobre alqui- 
leres mayores de N$ 7.500 (nuevos pesos siete mil 
quinientos) y no superiores a N$ 9.000 (nuevos pe- 
s0s nueve mil) mensuales y al 80% (ochenta 
por ciento) del índice sobre alquileres mayores 
de N$ 9.000 (nuevos pesos nueve mil) y no supe- 
riores a N$ 15.000 (nuevos pesos quince mil) men- 
suales. A los alquileres do más de N$ 15.000 (nue- 
vos pesos quince mil) mensuales, se les aplicará 
la totalidad del respectivo índice de actualización. 


B) En los arrendamientos para industria, comercio 
y otros destinos, el reajuste del alquiler será igual 
al 60% (sesenta por 'ciento) del respectivo in- 
dice de actualización. 


C) Los reajustes de alquiler establecidos en los lite- 
rales precedentes se aplicará sobre los precios de 
los arrendamientos resultantes de la aplicación 
de los articulos 14 y 15 del Decreto-Ley N* 14.219, 
de 4 de julio de 1974, con independencia de los 
acuerdos celebrados por las partes. 


Art. 59 — Los precios resultantes de los reajustes pre: 
vistos en el artículo 4% se aplicarán de pleno derecho, sin 
perjuicio del derecho del arrendatario a deducir la acción 
de rebaja (artículo 8%), 


Art. 6% (Rientegro de diferencias percibidas en más 
por los arrendadores) — Los arrendadores que, en razón 
de reajustes del precio de los arrendamientos aplicados a 
partir del 12 de marzo de 1985 y hasta la fecha de vigen- 
cia de esta ley, hayan percibido en dicho período sumas 
mayores a las que resulten de la aplicación del artículo 
40, reintegrarán a sus arrendatarios las diferencias per- 
cibidas en más a partir del 19 de julio de 1985 en doce 
cuotas mensuales, iguales y consecutivas, cuyo importe se 
descontará de los alquileres futuros. En ningún caso el 
importe a percibir por el arrendador, incluida la deduc- 
ción de la cuota de reintegro, será inferior al monto del 
alquiler vigente al momento del respectivo ajuste. 


Art. 72 — Lo dispuesto en este Capítulo no regirá res- 
pecto de los contratos de arrendamiento con destino a 
casa-habitación, celebrados con anterioridad a la vigen-: 
cia del Decreto-Ley N? 14.219, de 4 de julio de 1974. 


CAPITULO III 
Del procedimiento de rebaja de alquiler 


Artículo 8% (Acción de rebaja) — Los arrendatarios y 
subarrendatarios que hayan contratado con posterioridad 
a la vigencia del Decreto-Ley N? 14.219, de 4 de julio de 
1974, podrán ejercer por única vez la acción de rebaja 
de alquiler prevista por sus artículos 16 a 19 y 63. La re- 
baja, en caso de resultar pertinente, se aplicará a los 
alquileres reajustados entre el 1% de marzo de 1985 y el 
28 de febrero de 1986. 


Será de aplicación, en lo pertinente, el artículo 6? 
de esta ley. 


A estos efectos se entenderá por “renta vigente” (ar- 
tículo 16, parágrafo 2 del Decreto-Ley N? 14.219, de 4 de 
julio de 1974) el alquiler determinado por aplicación del 
reajuste legal artículos 14 y 15 de dicho Decreto-Ley) con 
independencia de los acuerdos celebrados por las partes. 


Art. 92 — En el caso del artículo anterior, el plazo 
de noventa días establecido por el artículo 17 del Decreto- 
Ley N% 14,219, de 4 de julio de 1974, se computará a par- 
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tir del día siguiente al de la vigencia de esta ley y se 
contara por d.as corridos. El precio del alquiler resultante 
regirá desue la fecha ae la demanda. 


Art. 10. — Quedan excluidos de este beneficio: 


A) Los malos pagadores, salvo los que hayan opuesto 
excepciones o se encuentren dentro del plazo pa- 
ra Oponerlas y los que, habiendo caido en mora, 
aún no se les haya intimado el desalojo; 


B) Los arrendatarios y subarrendatarios cuyos alqui- 
leres mensuales tueran superiores a N$ 15.000 
(nuevos pesos quince mil) a la fecha del respec 
tivo reajuste. , 
Art. 11. — Si los malos pagadores a que se refiere el 

articulo anterior no hubieran opuesto excepciones u obte- 

niuo la clausura del juicio con arreglo al artículo 51 del 

Decreto-Ley N? 14.219, de 4 de julio de 1974, bastárá que 

el actor justifique en autos que la intimación de desalojo 

ha quedado firme, para que el Juez revoque por contra- 
rio imperio la providencia de suspensión de pago del au- 

E del alquiler y decrete la clausura de los procedl- 

mientos. 


Ait. 12, — Sustitúyese el artículo 63 del Decreto-Ley 
NO 14.219, de 4 de julio de 1974, por el siguiente: 


“ARTICULO 63. — La acción de rebaja de alquiler se 
promoverá dentro de los plazos previstos en el artícu- 
lo 17. Los arrendatarios o subarrendatarios, en su Ca- 
so, deberán acompañar a la demanda, declaración ju- 
raca separada y firmada por cada uno de los inte- 
grantes mayores de edad del núcleo habitacional ocu- 
pante del inmueble (articulo 19, in fine), de sus 
ingresos y la prueba documental correspondiente, me- 
diante certificado público o notarial, o constancia pri- 
vada. Si en el núcleo habitacional hay menores de 
edad que tengan ingresos, formularán por ellos su 
declaración jurada uno de sus padres o, en su de- 
fecto y por su orden, cualquiera de sus ascendientes 
directos, tutores o guardadores. 


El Juez, al sustanciar la demanda, decretará la 
suspensión del pago del aumento que sobrepase el 
porcentaje fijado en el artículo 16 de la presente ley, 
confiriendo traslado al demandado por un término de 
quince días hábiles y perentorios para contestar la 
demanda, siguiéndose, de mediar oposición, el proce- 
dimiento de los articulos 591 a 594 del Código de 
Procedimiento Civil 


El precio del arrendamiento que resultare, regirá 


desde la fecha de vigencia del nuevo alquiler, fijado 


conforme a la presente ley. 


Cuando el Juez comprobare declaraciones juradas 
falsas de cualquiera de los integrantes del núcleo ha- 
bitacional,- el arrendatario o subarrendatario quedará 
excluido de los beneficios de esta ley, y el Juez al 
decretarlo, declarará rescindido el contrato de arren- 
damiento, y dispondrá, a pedido de parte el lanza- 
miento inmediato, con tributos y costos. 


A estos efectos tendrá facultades para apreciar 

. elementos de juicio que demuestren que los ingresos 

mensuales declarados por el núcleo habitacional son 

manifiestamente inferiores a los que requieren los 

consumos mínimos efectuados mensualmente por el 
mismo. 


El que formulare, a los efectos de la demanda a 
que se refiere este artículo, una declaración jurada 
falsa para Obtener la rebaja del nuevo alquiler, será 
castigado con seis a veinticuatro meses de prisión. 


Sin perjuicio de lo dispuesto en el ínciso prece- 
dente, en todos los casos en que los ingresos reales del 
núcleo habitacional superen en un 15% (quince por 
ciento) al monto declarado en los autos respectivos, 

no podrá aducirse error aritmético y se dispondrá la 
rescisión del contrato de arrendamiento. 
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Los empleadores privados, sean personas físicas O 
jurídicas, están obligados a suministrar a sus depen- 
dientes y a los profesionales y técnicos cuyos servicios 
Utillcón a cualquier título constancia escrita de sus 
Ngresos, 


Ante el incumplimiento de esta obligación, el 
arrendatario podrá pedir al Juez que ordene su cum- 
plimiento y éste deberá decretarlo sin más trámite, 
RRE IentO de incurrir en el delito de de- 
sacato. 


El que expidiere una constancia cuyos datos fue- 
ron falsos, en todo o en parte, será castigado con 
pena de tres a dieciocho meses de prisión (artículo 
242 del Código Penal). 


Si se tratare de fincas arrendadas con garantía 
de la Contaduría General de la Nación, el auto ju- 
dicial que disponga la rebaja del precio del arriendo 
deberá ser notificado al Servicio de Garantía de 
op et simultáneamente con el traslado de la de- 
manda.” 


CAPITULO IV 


De los arrendatarios deudores 


Artículo 13 (Clausura de los procedimientos) — Los 
arrendatarios con intimación de desalojo por malos paga- 
dores dispondrán de un plazo de sesenta días, a partir 
de la fecha de vigencia de esta ley, para obtener la clau- 
sura del juicio de desalojo mediante el pago de los alqui- 
leres adeudados y demás prestaciones que correspondan 
más un 15% (quince por ciento) de su importe por con: - 
cepto de única indemnización al actor por intereses y 
demás gastos causídicos, 


La clausura se dispondrá sin más trámite por el Juez 
actuante, aún en la etapa de lanzamiento y compren- 
derá igualmente al juicio ejecutivo por cobro de alqui- 
leres si se hubiere promovido. 


Igual beneficio obtendrán aquellos que optafen, den- 
tro del "mismo plazo, por pagar los alquileres y restantes 
prestaciones adeudadas con más el 30 % (treinta por cién- 
to) en concepto de única indemnización al actor por inte- 
reses y demás gastos causídicos, en 12 (doce) cuotas mén- 
E iguales y consecutivas indivisibles cón él pago del 

quiler. 


El juicio quedará en suspenso mientras se paga 10 
adeudado y se clausurará sin otro trámite con el pago de 
la última cuota de la deuda. Si el inquilino se atrasare 
dos meses en el pago del alquiler y de lá cuota por atra- 
sos, caducará este benéficio y el arrendador podtá con- 
tinuar los procedimientos. 


Lo dispuesto en este artículo se aplicará a todos los 
arrendatarios, cualquiera sea el destino del arriendo. 


Exceptúanse de los beneficios establecidos en el pre- 
sente artículo los juicios promovidos por 14 Contaduria 
General de la Nación contra inquilinos malos pagadores. 


Art. 14. — Sin perjuicio de lo dispuesto en el articulo 
anterior, facúltase a los arrendatarios y subarrendatarios 
cuyos alquileres fueron reajustados a partir del 1% de 
enero de 1985 y respecto de los cuales no exista intima- 
ción de pago, a abonar la deuda generada hasta la fecha 
de vigencia de esta ley en doce cuotas: mensuales, igua- 
les y consecutivas, cuyo pago será indivisible con el al- 
quiler mismo. 


En caso de optar por este beneficio, deberán comunl- 
carlo al arrendador dentro de los treinta días corridos si- 
grientes a la fecha de vigencia de la: presente ley, por 
acta notarial, telegrama colacionado u otro medio escrito 
fehaciente. > 
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CAPITULO V 


De las casas de inquilinatos, hoteles, pensiones, 
moteles y afines 


Artículo 15. — Serán considerados arrendatarios a to- 
dos los efectos legales los ocupantes de casas de inqui- 
linato, hoteles, pensiones, moteles y, en general, todo es- 
tablecimiento que reciba huéspedes, no inscriptos en el 
Rextistro a cargo de la Dirección Nacional de Turismo 
(Leyes Nos. 13.659, de 2 de junio de 1968: 14.057, de 3 de 
febrero de 1972 y 14.106, de 14 de marzo de 1973), o cuya 
Inscripción hubiese caducado o hubiese sido cancelada, 
caducare o se cancelare. 


Art. 16. — La Dirección Nacional de Turismo deberá 
inspeccionar periódicamente los establecimientos inscrip- 
tor como hoteles. pensiones, moteles y afines. a los efec- 
tos de determinar si en ellos se da cumplimiento al con- 


trato de hospedaje que deben celebrar con sus huéspedes. . 


La citada Dirección procederá igualmente. a solicitud 
de parte, a efectuar las inspecciones dispuestas en el in- 
ciso anterior, así como las de los establecimientos no ins- 
criptos o con inscripción caducada o cancelada. 


$1 la Dirección Nacional de Turismo comprobare 
transgresión que dé lugar a la cancelación de la inscrip- 
ción del establecimiento, lo dispondrá de conformidad con 
el procedimiento establecido por los artículos 21 a 27 del 
Decreto-Ley N? 14.335, de 23 de diciembre de 1974. En 
este caso, así como en los que comprobare que en estable- 
cimientos no inscriptos o con inscripción caducada o can- 
celada se celebran contratos de hospedaje, notificará a 
los ocupantes de dichos establecimientos. por medio de 
cedulén colocado en ingar visible de los mismos, que tie- 
nen calidad de inquilinos. Desde esa fecha correrán los 
plazos de los artículos 3, 4 y 5 del Decreto-Ley N* 14.219. 
de 4 de jullo de 1974. 


Art, 17. — La Dirección Nacional de Turismo entre- 
gará al interesado una constancia de la no inscripción 
del establecimiento en el Registro pertinente o, en su 
caso, de su caducidad o cancelación, que lo habilitará 
para acreditar su calidad de arrendatario a todos sus 
efectos, 


Art. 18. — El alquiler mensual quedará fijado en una 
suma equivalente a treinta veces el importe diario del hos- 
pedaje. que no será comprensiva de los servicios acceso- 
rios. Regirá por un año y se modificará de conformidad 
con los artículos 14 y 15 del Decreto-Ley N* 14.219, de 4 de 
julio de 1974 y sus disposiciones modificativas. Sin  per- 
juicio de ello el inquilino podrá ejercer por única vez la 
acción de rebaja de alquiler prevista por los artículos 
16 a 19 y 63 de dicho Decreto-Ley, dentro de un plazo 
de noventa días corridos a partir de la fecha de la noti- 
ficación a que se refiere el artículo 17. 


Art. 19. — Si el titular del establecimiento comercial 
(hotel, pensión, motel, casa de inquilinato o afines) fue- 
se a su vez arrendatario del inmueble, e incumpliere su 
obligación de pago del alquiler, los ocupantes del mismo, 
una vez declarados inquilinos (artículos 15. 16 y 17), po- 
drán subrogarlo frente al arrendador. En tales casos, las 
intimaciones de pago y de desalolo deb-rán además noti- 
ficarse personalmente a dichos ocupantes, so pena de nu- 
lidad de los procedimientos. S 


CAPITULO VI 
De los asentamientos marginales ! 
Artículo 20. — (Suspensión de lanzamientos). — Sus- 


véndense hasta el 30 de abril de 1986, los lanzamientos 
conta los ocupantes, a cualquier título, de los asenta- 
mientos colectivos marginales (“cantegriles”), sin habili- 
tación municipal de construcción existentes a la fecha 
de vigencia de la presente ley. 


Contra el decreto de suspensión de lanzamiento, po- 
drá interponerse recurso de reposición. 
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CAPITULO VII 
| Disposiciones Generales 


Artículo 21. — Sustitúyese el artículo 51 del Decreto- 
Ley N* 14.219, de 4 de julio de 1984, por el siguiente: 


“ARTICULO 51. — Los juicios de desalojo contra ma- 
los pagadores quedarán clausurados si dentro del pla- 
zo para Oponer excepciones, el inquilino consignare 
la suma adeudada más el 40% (cuarenta por ciento) 
de esa suma como única indemnización al actor por 
concepto de intereses y gastos causídicos. El arren- 
datario o subarrendatario se beneficiará una sola vez 
con la clausura del respectivo juicio”. 


Art, 22. — (Reforma de plazo). — Sustitúyese el in- 
ciso tercero del artículo 52 del Decreto-Ley N? 14.219, de 
4 de julio de 1974, por el siguiente: 


“Procede la reforma de los plazos señalados en la ir. 
timación si el arrendatario moroso, dentro del térmi- 
no acordado, consignare el importe de los arrenda- 
mientos devengados, con más el 20% (veinte por cicn- 
to) del mismo por concepto de única indemnización 
al actor por intereses y demás gastos”. 


Art. 23. — (Lanzamientos de arrendatarios inscrip- 
tos en el RAVE). — La inscripción en el Registro de As- 
pirantes a Viviendas de Emergencia (RAVE) importará 
de pleno derecho, la suspensión del lanzamiento decreta- 
do hasta tanto le sea adjudicada al inquilino la ocupa- 
ción de una vivienda. en venta o en arredamiento, por 
parte del Banco Hipotecario del Uruguay. 


El Banco Hipotecario del Uruguay podrá ofrecer un 
préstamo al inquilino para adquirir la vivienda que Ocupa 
si el propietario estuviere dispuesto a enajenarla, 


El ofrecimiento se efectuará con sujeción a las sl- 
guientes bases: : 


1%) Que el precio sea fijado por el Banco previa 
tasación que éste realizará del inmueble. 


20) Que el propietario acepte dicho precio y las con- 
diciones en que el mismo le será pagado. 


El arrendatario dispondrá de un plazo perentorio de 
Ciez días híbiles a partir de la notificación para expresar 
su consentimiento. En caso de silencio o respuesta nega- 
tiva, cadu”ará automáticamente su inscripción en el RAVE 
y el Banco lo comunicará al Juzgado correspondiente con 
arreglo al artículo 91 del Decreto-Ley N*% 14.219, de 4 de 
julio de 1974. : 


La caducidad referida en el inciso precedente no ope- 
rará en los casos en que el arrendatario acreditare ante 
el Banco Hipotecario del Uruguay no poseer los ingresos 
suficientes, a criterio de la Institución, para hacer uso 
del crédito que se le concede. ; 


Art. 24. — (Nctificación a fiadores). — En todos los 
arrendamientos en que se hayan constitutido o se cons- 
tituyan garantías personales, toda vez que el arrendatario 
adeude el alquiler correspondiente a tres meses vencidos. 
los arrendadores deberán notificar esta situación a los 
fiadores. La notificación se efectuará mediante telegrama 
colacionado u otro medio auténtico, cuyo importe estará a 
cargo del arrendatario o del fiador en su Caso. A estos 
efectos, el fiador deberá dejar constancia en el contrati, 
de su domicilio real. 


El arrendador no podrá accionar ccntra el fiador por 
cobro de arrendamientos mientras no acredite haber cum- 
plido dicha obligación. 


Realizada la notificación, después de los diez días de 
vencido el plazo establecido en el inciso primero, el arren- 
dador no podrá reclamar al fiador intereses y reajustes. 
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Los fiadores o codeudores de inquilinos malos paga: 
dores podrán ejercer la acción de desalojo con el plazo y 
el procedimiento previstos en el artículo 48 del Decreto - 
Ley N* 14.219, de 4 de julio de 1974, una vez que hayan 
hecho efectivo el pago de lo adeudado al arrendador. 


Art. 25. — Modifícase el artículo 40 del Decreto-Ley 
N? 14.219, de 4 de julio de 1974, el que quedará redactado 
de la siguiente forma: 


“ARTICULO 40. — Si no hubiere acción judicial ini- 
ciada por el arrendador o subarrendador, podrá el 
arrendatario, subarrendatario o fiador sustituir la fian- 
za personal por la garantía del alquiler en Obligacio- 
nes Hipotecarias Reajustables. 


El arrendador o subarrendador no podrá oponerse a 
la sustitución. En caso de negativa del arrendador O 
subarrendador, el arrendatario, subarrendatario o fia- 
dor, seguirá los procedimientos de la oblación y con- 
signación, debiendo efectuarse esta última en el Ban- 
co Hipotecario del Uruguay”. 


Art. 26. — (Excepciones). — Las disposiciones de esta 
ley no se aplicarán a los casos previstos en los artículos 
2, 28 y 114 del Decreto-Ley N% 14.219, de 4 de julio de 
1974. 


Art. 27. — (Limitaciones probatorias). — A los efec- 
tos de la aplicación de los artículos 16 a 19 y 63 del De- 
creto-Ley NO 14.219, de 4 de julio de 1974, y del artículo 
40 de la presente ley, no regirán en vía judicial las limita- 
ciones probatorias establecidas en los artículos 25 del De- 
creto - Ley N* 15.322, de 17 de setiembre de 1982, y 47 
del Código Tributario. 


Art. 28. — (Registro de la propiedad inmueble urba- 
na y suburbana).:— Cométese a la Dirección General del 
Catastro Nacional y Administración de Inmuebles del Es- 
tado el Registro de la propiedad inmueble urbana y su- 
burbana. 


En dicho Registro deberán constar todos los informes 
necesarios vara determinar la situación ocupacional de 
esos inmuebles. 


Los vropietarios dispondrán de un plazo de ciento 
veinte días para inscribir sus inmuebles en el Registro pre- 
visto en los incisos anteriores. La inscrivción será gratui- 
ta. Vencido dicho plazo. no se dará trámite a nineuna ges- 
tión administrativa o arción judicial relacionada con in- 
muebles urbanos y suburbanos. sinn se arredita la inscrip- 
ción de los mismos en el referido Registro. 


El Poder Ejecutivo reelamentará esta disposición den- 
tro de los sesenta días de la fecha de promulgación de la 
lev. El presente artículo regirá a vartir de los sesenta 
días de dictada dicha Reglamentación. 


Art. 29. — La Subrema Corte de Justicia dispondrá 
lo pertinente a fin de suministrar trimestralmente al Po- 
der Ejecutivo y a la Asamblea General el número de desa- 
lojos y acciones de rebata promovidos ante todos los Juz- 
gados de la Renública, las causales invocadas en cada Ca- 
so y los lanzamientos realizados durante dicho lapso. 


Art. 30. — Las disposiciones de esta ley son de or- 
den público. 


Art. 31. — Esta ley entrará en vigencia a partir de 
su publicación en el Diario Oficial. 


Art. 32. — Comuníquese, etc. 


Sala de Sesiones de la Asamblea General, en Monte- 
video, a 2 de octubre de 1985. 


Jorge Batlle, Presidente. — Mario Farachio, Secreta- 
* rio, — Héctor S. Clavijo, Secretario”. 


SEÑOR PRESIDENTE. — En discusión. 
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Tiene la palabra el señor legislador Porras Larralde. 


SEÑOR PORRAS LARRALDE. — Señor Presidente: 
la verdad es que con asombro asistimos a esta Asamblea 
General porque nada hacía prever una actitud de esta 
naturaleza de parte del Poder Ejecutivo. Al cabo de mu- 
chos meses, en que legisladores de todos los partidos, en 
un trabajo que debemos reconocer fue engorroso porque 
recayó sobre un tema verdaderamente difícil, donde la 
contraposición de intereses, es decir, el.enfrentamiento de 
arrendadores con arrendatarios no es de ahora —diría que 
no es tan viejo como la historia legislativa del país, pero 
sí de los últimos cuarenta o cincuenta años pues este 
episodio ha venido repitiéndose por lo menos desde 1927 
en adelante— nada hacía prever, repito esta situación que 
se nos ha planteado ahora. Tanto las Comisiones que tra- 
bajaron en cada una de las Cámaras, como la Comisión 
Bicameral, en un último intento de consenso, llegaron a la 
elaboración de un texto común y todos, en aras de una 
feliz solución, la más justa posible, tratamos de obtener 
dicho texto para cumplir con los propósitos enunciados 
por la CONAPRO. Este trabajo, en gran parte, mereció el 
apoyo a la Cámara del Bien Raíz, y del Frente y La Casa 
del Inquilino, además de la voluntad política de todos los 
sectores partidarios, incluso del Partido de Gobierno, del 
Partido Colorado, que fue manifiestamente mayoritaria y 
que en definitiva determinó el consenso y la unanimidad 
a los efectos de la elaboración de un texto común. Se tra- 
taba de intentar —nunca las soluciones legislativas son 
fórmulas mágicas ni milagrosas que tienen de por sí so- 
las la virtud de solucionar radical y profundamente los 
conflictos de derecho o de intereses que a veces separan a 
las partes— amparar los legítimos derechos que cada una 
de las partes puedan tener respecto de un punto tan es- 
pinoso como es este. ? 


Nada hacía prever estas observaciones porque ningún 
legislador del Partido de Gobierno anunció que el Poder 
Ejecutivo no estaba de acuerdo con el tenor de la ley pro- 
yectada. Ningún legislador del Partido de Gobierno, rei- 
tero, anunció que el Poder Ejecutivo iba a cuestionar, 
por razones constitucionales, formales, sustantivas, o del 
tipo que fuere, este proyecto que ya había sido aprobado 
inicialmente por ambas Cámaras, incluso con profundas 
variantes, y que había obtenido algunas mejoras con res- 
pecto a ciertos puntos litigiosos, como el asunto relativo 
a la protección o no de los modestos propietarios, que orl- 
ginó extensos debates en la Asamblea General. 


Digo, señor Presidente, que con gran sorpresa nos en- 


* contramos con un veto, que ni siquiera es parcial, porque 


si así lo fuera exigiría de esta Asamblea un quórum mu- 
cho menor para ser levantado. Además, paradójicamente, 
aunque se cuestionan algunos artículos de esta ley, se ve- 
ta la totalidad del texto legal, lo que requiriría el voto 
conforme de los tres quintos de los integrantes de la 
Asamblea General para poder levantarlo. ; 


Tampoco dejan de causar sorpresa, los fundamentos 
con que el Poder Ejecutivo desarrolla su razonamiento, y 
los argumentos que lo llevan a determinar el planteo de 
este veto. 


Me voy a permitir distraer unos minutos la atención 
de los señores legisladores para realizar algunas conside- 
raciones sobre el Mensaje que acompaña al veto en si, 
en £l que se desarrollan los cuestionamientos que el Po- 
der Ejecutivo hace a este proyecto de ley de emergencia. 


El Poder Ejecutivo expresa, fundamentalmente, que 
este proyecto de ley contiene disposiciones inconstitucio- 
nales. Además, manifiesta que “aunque algunas de ellas 
tengan antecedentes en nuestro derecho positivo”, resul: 
tan manifiestamente injustas e inconvenientes para vas- 
tas capas sociales. Vale decir que no es simplemente un 
cuestionamiento a las formas procesales o a los preceptos 
constitucionales, sino que además el Poder Ejecutivo ve en 
estas disposiciones algo así como un ataque injusto e in- 
conveniente a amplios sectores sociales, sectores compues- 
tos por personas a las que el Poder Ejecutivo llama “mo- 
destos propietarios” enfrentados a los inquilinos cuya si- 
tuación económica les impide cumplir con el pago normal 
y regular de sus alquileres. 
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Inquilinos que se han visto violentamente agredidos 
por el desmesurado crecimiento de la tasa de reajuste de 
los alquileres, aplicada en función de la vigencia del De- 
creto-Ley N* 14,219. 


Asimismo el Poder Ejecutivo continúa diciendo en su 
Mensaje que, “el régimen proyectado es injusto para un 
amplio sector social, el de los pequeños propietarios, por- 
que pasa por alto que éste no especula con las rentas, si: 
no que las utiliza como legítimo medio de subsistencia”. 
En este punto, señor Presidente, creo que nadie puede es- 
tar en desacuerdo. ¿Quién puede pensar que un auténtico 
y verdadero modesto propietario pueda utilizar los men- 
guados alquileres que en muchos casos percibe para des- 
tinarlos a fines especulativos? 


Pero, ¿qué debemos pensar con respecto a la renta 
que debe pagar el inquilino? ¿Acaso el inquilino puede 
especular con el alquiler que paga? Muchas veces el cum- 
plimiento de ese alqui'er, va en desmedro de su propia 
al'mentación, de su vestimenta, del pago de la cuota de su 
mutualista y, en ocasiones lo que se destina al pago del 
mismo insume el 50, 60 y hasta el 70 % de los ingresos de 
uno de los integrantes del núcleo familiar. 


Me parece inaceptable que se repare solamente en el 
hecho de que el modesto propietario no utilice los men- 
guados ingresos con fines especulativos, y se olvide que 
ésa suma que recibe constituye más del 50% de los in- 
gresos que el inquilino percibe y que tiene que pagarlos 
para poder contar con un techo que, muchas veces, no es 
digno ni decoroso, como lo preceptúa la Constitución de 
la República. 


Añade, luego el Poder Ejecutivo, que tampoco el ré- 
g men proyectado benéficia realmente a quienes se su- 
pone son la parte económicamente más débil, porque es- 
trechará de tal manera la oferta de viviendas que hará que 
resulte cada vez más difícil conseguir una casa en sistema 
de arrendamiento. Al respecto debo decir que en esto 
tawbián estaba de acuerdo el Partido Colorado. Asimis- 
mo lo estuvieron todos los partidos que suscribieron ys 
arnerdos o convenios de la CONAPRO, e inclusive log; a" 
trrera*tos representantes de las dos partes contranuestas. 
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cia legal y forzosa del contrato que había suscrito. Esto 
es verdad, porque cuando el arrendador no percibe nor- 
mal, natural y periódicamente, en el tiempo señalado, el 
alquiler de la casa que ha dado en arrendamiento, tiene 
el legal derecho de intimar su pago y, si este no es satis- 
fecho, la posibilidad de iniciar el juicio de desalojo que, 
eventualmente, culmina con un lanzamiento. 


Este horror jurídico que nosotros cometimos ——que no 
es la primera vez que sucede en la historia— está inspi- 
rado —como debe estarlo, porque ese es el progreso 
derecho— en tratar de convertir a soluciones legal a 
realidad social que golpea el espíritu y la sd y 
na del legislador. Por esa razón, tratábamos de Deere 
hombre fuera protegido y lo único que hicimos e rle 
la posibilidad de que se pusiera al día en el, pag ode sus 


alquileres, sin ocasionar el más mínimo pep] as pen” 
dador. Esta clausura de los procedimienf, qe 

manera atentaba contra la cosa jureatde o a 
juicio, no vulneraba ninguno E a 

del propietario, porque > que eel Diecsa 

base de que este hombre que od 
siera al día en su pago, al sde) 00 o dra as, en coHd- 


venio escrito celebrado con, el aspendad qrared rs nia 
y9 ,bsbsigorq sb oros1sb la s1ar 
Sin embargo, el PodeniElecutivó cukkitionaliestádyamel- 
mite, desea o manifigHtaosWiktewtiin ¿bd qhe erársóstadua- 
gada, procesal, sigashrielanmte.gosesiiontbtb rolIANagal pi" 
gar todo lo queyelebe spatdajabpjeiiesdeb loiozamierbo sde 
puesto. De estaoroq.médaleber honda bará tubo ptap 
casa, que quién sabeisóldedsiguiráaiquiles! sflerioononerB- 
rio, a esa aemsiíinoh lez queveludioreo ten iemente. «Emi úl 
tima instantiaprincasó bbmiwe lebauwdadepobiblitad ele 
los caortéigiiles »qherdroy nestáno prolidera nabritiomai bothsi" 
no paraidib napitadl deblasiRepúsilical ab olrsmis sb 29) 
- sólosquooz9b sh .zoleiodsl .zolsiooa ,289101Ór1099 «218 
92 9UBl «pudtroisjcoltwa sueldos osorno ska, 
21 y 22, diciendo que feto bispustricitesttirabtasenblasar- 
a las A que e el Poder Judicial como: Po- 

Gu nal pemaleinie> delsist9aoos bsbilsot sou-29 sel 
-00 sl sb sia eol 2oboj sup sl ns y «919 Msitsib 


e o 1 Hr 
s ai AA e cc E 8 id 


dad Le 
a y que a todos nos o de 


da 
1 iy ongo e te € o a PoR se, Com e 
e o d Br as et 
E ad PY an pee Pio Aoi dle 
e dd he a La al 
Ñ ne a O £raBupiraas 2 lnoiente 
7 ñi Se e UstA? efP BaRTTEMON APIO e 
: o dE TOA plOpTe 
a e 
9 de $ HORte Eu arteedrzo 
> 30.006 PIES eomvironekio 
e o A pe tante mias coda betis 
E el pe de ral 
, en a 
E Spira CA 


: e E ss serena os 
qa aa celo cial e 
ALO la 3 
4 Pal ADE opaca evil Siñini | pertbhcis abs 
95 que a a lo ca cout de ser del 60%, 
des e, sónpresbianiefle, en: 


de Ea e e rc 
sjemisor ,2arobsit 201 sb serotob 
3 Y pra Ac I “UU val- eS ls 10q a 


26 iO cUS $200 O I dl Ml 

zo! ab Ata edof ei ERA E 

-1861 sPxP : NESÁO2 AJO 

o Faye dd di 
da eva sa Y. a Ad a eSuq2obyy 


== al sb otnoimilqrainoni lg si9n93 sup “eoJdor z0j- 
esrsitTazmbién seoduéstiona comriácuip Aden nas: 
-aptrrehels pego bretenastiyanieo Jaro Ricaonaias! QUES ASE: 
-enimásogisarmendadior 929 ab obssibujisq £s2 Ort E 


88—-A.G. 


SEÑOR CANTON. — ¿Me permite una interrupción, 
señor legislador? 


SEÑOR PORRAS LARRALDE. — Le pido al señor le- 
gislador que me disculpe —aunque él sabe el aprecio que 
le tengo— pero preferiría terminar con el análisis que 
estoy realizando. 


En cuanto al tema de la retroactividad de la ley, to- 
dos estuvimos de acuerdo, al cabo de arduas discusiones, 
en sancionar ese artículo. Aunque en el Título Preliminar 
del Código Civil se dice, en una mera disposición legal, 
que las leyes no tienen efecto retroactivo, son innúmeras 
las leyes que en el Derecho Positivo uruguayo se han san- 
cionado con efecto retroactivo, 


Los inquilinos sufrieron las consecuencias de los altos 
índices de reajuste en los alquileres, que llevaron a modi- 
ficarlos en un porcentaje que alcanzó el 60% o el 70%, 
permitiendo que se imputaran alquileres futuros y, enton- 
ces, esas demasías cobradas desde el momento del rea- 


juste hasta el primero de junio por los arrendadores, nos. 


pareció adecuado atemperarlas con este texto legal. 


Sin embargo, el Poder Ejecutivo entiende que eso vul- 
nera el derecho de propiedad, como si éste fuera algo in- 
tangible, imposible de modificar, con el viejo concepto 
propietarista de los siglos XIV o XV. La Constitución de 
la República dice otra cosa. La Carta Magna de los uru- 
guayos respecto de esto, establece en su artículo 32, que 
la propiedad es un derecho inviolable pero sujeto a lo que 
dispongan las leyes que se establecieren por razones de 
interés general ¿Cómo no va a ser de interés general de 
la sociedad úruguaya, del sagrado derecho, hoy agredido, 
de los inquilinos, que se le atemperen los altísimos índi- 
ces de aumento de alquiler, cuando las condiciones del 
país, económicas, sociales, laborales, de desocupación y 
de subempleo hacen imposible pagar los alquileres que se 
duplican de un día para el otro? 


Esa es una realidad económica y social que la vemos 
diariamente, y en la que todos los integrantes de la Co- 
misión y el Plenario estuvimos de acuerdo. Digo que eso 
no puede jamás aceptarse como una disposición legal 
que vulnera preceptos constitucionales y atenta contra el 
derecho de propiedad. 


El Poder Ejecutivo se refiere luego al Capítulo V del 
provecto de ley, que es aquél que desarrolla un instituto 
jurídico ingresado a nuestro Derecho Positivo -——no por in- 
vento o creación de estos modestos legisladores que contri- 
buimos a la redacción del texto. ni tampoco por invento 
de la dictadura— a través de la disposición legal que esta- 
bleció el estatuto de arrendatarios. vale decir. la protec- 
ción enmarcada en las leyes de arrendamientos y desalo- 
jos, que no se encuentra en la Lev Sonéira ni en este pro- 
yecto. como una concención original. Los autores de este 
estatuto jurídico son legisladores que actuaron durante 
el gobierno colorado de 1968. En esa oportunidad se san- 
cionó por primera vez la calidad de arrendatarios para 
aquellos que ocupaban pensiones en regímenes disfraza- 
dos de contratos de hospedaje. cuando en verdad tenían 
la estabilidad v-permanencia de verdaderos arrendamien- 
tos, con la obliración de parar el alauiler de una vivien- 
da cue se hallaba en condiciones naiiseabundas de habl- 
tabilidad. Quisimos proteger a esos 150.000 uruguayos dán- 
Goles este estatuto, que no es un invento, sino el desarrollo 
de la idea jurídica plasmada en calidad de ley en 1968. 


Posteriormente, el Poder Ejecutivo hace referencia al 
Inciso tercero del artículo 24, que se limita a esbozar una 
defensa de los fiadores, maltratados —sumamente maltra- 
tados-— por el Decreto-Ley N9 14.219. Ellos son víctimas, 
muchas veces, de la omisión dolosa y malintencionada de 
_ los propietarios que omiten dar aviso de los atrasos de los 
inquilinos, porque saben que detrás de €llos hay una per- 
sona solvente en condiciones de pagar, al fin y al cabo, 
después de muchos meses, y varias veces al año, los “pla- 
tos rotos” que genera el incumplimiento del inquilino. Y 
para tratar de que un señor, que colabora con su fianza 
personal a la celebración de un contrato de arrendamien- 
to, no sea perjudicado de ese modo, procuramos con €s- 
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ta disposición legal que se le dé aviso, impidiendo que sea 
víctima de los daños a los que en forma breve y sinté- 
tica acabo de hacer referencia. 


Y llegamos a un punto del cuestionamiento del Poder 
Ejecutivo que desborda nuestras facultades imaginativas. 
Este dice que la redacción es “confusa y contradictoria” 
o “conduce a soluciones inconvenientes”: y cita el artícu- 
lo 28 de este proyecto de ley. 


El artículo 28 no es otro que el que consagra la obli- 
gatoriedad de constituir y poner en funcionamiento el 
Registro de la Propiedad inmueble urbana y suburbana en 
toda la República. Sus razones fueron ampliamente expli- 
citadas y detalladas en la Cámara de Representantes y 
en la Asamblea General, en oportunidad de ser discutido 
el texto definitivo de este proyecto de ley. Todos los le- 
gisladores estuvimos de acuerdo en que necesartamente y 
contra nuestra voluntad debíamos movernos en un terre- 
“no sumamente subjetivo, donde no había cifras ni estadís- 
ticas y no se conocían los hechos con la certidumbre ne- 
cesaria, como para luego ser materia de legislación. 


Habría que detectar con fidelidad, fehacientemente, 
con certeza, la situación del modesto propietario, de aquél ' 
que posee su Casa propia así, como una o dos más para 
renta y merece la protección del Estado; pero también ha- 
bría que detectar al propietario de muchas casas, al que 
llamamos el “latifundista urbano”. Este es aquél que, 
porque percibe por esas propiedades alquileres de N$ 2.000 
Oo N$ 3.000 mensuales, pretende aparecer ante el Parlamen- 
to y la opinión pública como víctima de este proyecto de 
ley, porque utiliza de mala fe ese argumento de la ren- 
ta de N$ 3.000, ya que de pronto tiene 30 ó 40 viviendas 
por las que recibe ingresos similares. Y ése no es un mo- 
desto propietario, sino, repito, un “latifundista del asfalto”, 
del tipo del que también hay, lamentablemente, en las 
zonas rurales del país. 


Finalmente, dice el Poder Ejecutivo que este proyecto 
de ley “contiene disposiciones permanentes que no se 
ajustan a la naturaleza de una ley de emergencia”. La €n- 
tiende demasiado extensa, como si la emeregencia tuviera 
una relación directamente proporcional al número de ar- 
tículos que su texto contiene. Es verdad que hay alguna 
disposición que trasciende lo que, literal o gramaticalmen- 
te, puede entenderse como de “emergencia”; pero de emer- 
gencia es toda disposición que conduce a solucionar la 
situación de coyuntura en que se encuentran los inquili- 
nos en el Uruguay de estos días —imposibilitados de pa- 
gar sus alquileres y mantener la estabilidad de sus vivien- 
das— contribuyendo en grado sumo a mabhftener la paz 
social de esta convulsionada sociedad uruguaya. 


Estos son los cuestionamientos esenciales que hizo 
el Poder Ejecutivo. Pero quiero destacar, para terminar, 
dos o tres pequeñas consideraciones más. 


El Partido Nacional 'colaboró con el Partido de Go- 
bierno, con la mejor buena voluntad, para cumplir los 
acuerdos de la CONAPRO y sancionar este proyecto de 
ley. No pasa por nuestra cabeza que el Presidente de la 
República haya ignorado, al cabo de 4 ó 5 meses de ar: 
duo trabajo, el contenido de este proyecto de ley, que no- 
sotros reputamos esencial. como también de emergencia. 
La verdad es que en la última sesión de la Cámara de Re- 
presentantes pedimos nuevamente la designación de la 
Comisión Especial de Alquileres para que se abocara a es- 
tudiar, con el resultado de ese anhelado e indispensable 
Registro de la propiedad, un proyecto de ley de fondo que 
evitara algún matiz de injusticia que este proyecto pu- - 
diera contener. 


Algo que también nos rechina y nos duele es que Se 
haya imputado a este proyecto un ataque a los propieta- 
rios modestos, cuando eso no es verdad. Los acuerdos 
de la CONAPRO especificaron la defensa del modesto 
propietario, pero también establecieron que había que pro- 
tegerlo del mal que aparejaría la rebaja de los alquileres 
que necesariamente, había que sancionar. Claramenté se 
desprende de su texto que esa ayuda al modesto prople- 
tario no se iba a llevar a cabo rebajando los alquileres, 
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porque eso sería un contrasentido, un verdadero absur- 
áo, ya que si se propugnaba una ley de emergencia para 
abatir los alquileres de los modestos inquilinos, no podía 
decirse al mismo tiempo que a costa de no rebajar estos 
alquileres, había que proteger al modesto propietario. El 
más elemental entendimiento de esa cláusula indicaba cla- 
ramente que la ayuda tenía que provenir de la tutela tri- 
butaria o impositiva municipal o nacional 


Y la respuesta que dio el Partido Colorado, en la 
órbita municipal, a los problemas de los modestos, me- 
dianos y grandes propietarios, es eonocida por el país en- 
tero y no quiero hacer más cuestión de ella, de la que ya 
ha hecho la opinión pública. 


En segundo lugar, tuando un legislador de nuestro 
partido, consciente de la gravedad de este problema, con- 
vocó al señor Ministro de Economía y Finanzas y le plan- 
teó este tema —fiel a las consecuencias del acuerdo de la 
CONAPRO-— la respuesta del señor Ministro fue totalmen- 
te prescindente y absolutamente negativa a toda contem- 
plación impositiva o tributaria de los modestos propieta- 
rios. El señor Ministro se lavó jas manos e incluso ma- 
nifestó que no iba a intervenir para nada en ese tema. 


La CONAPRO había llegado 3 un acuerdo, pero la 
obligación del partido de gobierno y del Poder Ejecutivo 
era asistir por la vía del subsidio indirecto ante los incon- 
venientes que aparejaba la disminución de las rentas... 


SEÑOR RICALDONI. — ¿Me permite una interrup- 
ción? 


SEÑOR PORRAS LARRALDE. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el señor 
legislador. 


SEÑOR RICALDONI, — Quiero manifestar que le lle- 
vo una ventaja al señor legislador Porras Larralde, por- 
que yo estuve en la reunión a que concurrió el señor 
Ministro de Economía y Finanzas y él no. 


Recuerdo perfectamente que el señor Ministro asistió 
a pedido del señor senador Ortíz, que tenía una justifi- 
cada preocupación por los pequeños propietarios. Allí que- 
dó en evidencia la debilidad en la presentación de este 
problema tratando de transferir las responsabilidades al 
Gobierno. : 


Los que asistimos a esa reunión recordamos —el señor 
legislador Porras Larralde seguramente no lo sabe porque 
no estaba presente— que el señor Ministro de Economía 
y Finanzas señaló que el único impuesto nacional que po- 
día ser verdaderamente aplicable a la propiedad era el 
Impuesto al Patrimonio y que hacer exoneraciones o re- 
bajas a este impuesto era favorecer a los grandes prople- 
tarios y no a los pequeños, que nunca lo pagan. Por otra 
parte, expresó también algo que también es evidente: no 
se trata de hablar del Intendente de Montevideo. Hay 19 
Munteipios en el país, y vaya tarea la de coordinar políti- 
cas tributarias en materia de eontribución inmobiliaria 
entre los diecinueve Intendentes de la República que 
además, estarían abocados a efectuar rebajas que a pesar 
de que pudieran ser importantes en los porcentajes, se- 
rían infimas en relación con las mermas en la percepción 
de los alquileres. 


De modo que concertar a diecinueve Intendentes y a 
diecinueve Juntas Departamentales para conseguir peque- 
fiisimos descuentos, no servía absolutamente para nada. 


En consecuencia, el señor Ministro de BHeonomía y 
Finanzas no fue indiferente al problema. Nos recordó a 
todos, eso sí, cuál era la realidad en materia de impues- 
tos que recaen sobre los inmuebles. Dentro de los Impues- 
tos nacionales, por una parte el Impuesto al Patrimonio 
es el que tendría que ver con el tema, pero lo pagan so" 
lamente los grandes propietarios y no los modestos. Por 
consiguiente, el tratamiento a través del Impuesto al Pa- 
trimonto significaba privilegiar a quienes no-se quiere pri: 
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vilegiar. Por otra parte, y en materia de impuestos muni- 
eipales, mal podría intervenir el Gobierno, porque ello vio- 
laría las autonomías departamentales. 


Muchas gracias, señor legislador. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Continúa en uso de la 
palabra el señor legislador Porras Larralde. 


SEÑOR PORRAS LARRALDE. — El señor legislador 
Ricaldoni me obliga a entrar en una polémica de esta 
naturaleza , porque es obvio que la Administración Cen- 
tral tiene miles de procedimientos para auxiliar a los 
pequeños propietarios. 


Además, en esta materia, cuando se trata de una im- 
posición justa, de una solución racional y hasta —diría— 
humanitaria, no rigen las autonomías municipales, porque 
hay que efectuar detracciones a impuestos y tasas que no 
parecen de este planeta. 


Voy a concluir, señor Presidente, tratando de demos: 
trar con un último argumento la fragilidad con que se 
ha manejado —por no utilizar otro calificativo—- esta 
decisión del Poder Ejecutivo. 


En definitiva, señor Presidente, el gran enjuicla- 
miento que el Poder Ejecutivo hace a este texto legal 
es el de vulnerar la cosa juzgada, lesionar la indepen- 
dencia del Poder Judicial y mantener inmutables e in- 
tocables los principios civilistas superados por la reali- 
dad social y económica del país. El Poder Ejecutivo se 
horroriza de ésto. 


Ya hemos escuchado antes estos argumentos dichos 
por alguien que me merece mucho respeto, pero con los 
que discrepo profundamente. Esa persona dijo que iban a 
rechinar los huesos de los eminentes juristas que tuvo 
el país, que iban a temblar los huesos de Tristán Narva- 
ja. Prefiero que con esta solución no rechinen los hue- 
pe e los vivos aunque Tristán Narvaja se erice en su 

umba. 


Para terminar, voy a leer de un proyecto de ley lle- 
gado al Parlamento, lo siguiente: “Artículo 20. -— Cuan- - 
do hubiere mediado sentencia anulatoria del Tribunal de 
lo Contencioso Administrativo en la que se haya dis" 
puesto indemnizaciones patrimoniales, recaída en autori: 
dad de cosa juzgada, antes de la vigencia de esta ley”, 
vale decir que hay una sentencia del Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo pasada en autoridad de cosa 
juzgada —esa cosa tan intocable y tabú del Poder Eje- 
cutivo— “la autoridad respectiva” — vale decir, la au- 
toridad administrativa que ejecutará esa sentencia— 
“podrá efectuar el pago correspondiente” —o sea, el pa- 
go, la sentencia de condena que dispuso con calidad y 
autoridad de cosa juzgada el Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo— “en forma gradual”, es decir, en for- 
ma distinta a la que sentenció el Juez, alterando la cosa 
juzgada. Pero, además, dice que va a pagar en forma gra- 
dual o mediante la entrega de documentos de deuda pú- 
blica y no en pesos efectivos, tal como dispuso el Tribu- 
nal, violando y alterando —ahíi también— la cosa jJuz- 
gada. También dice que estos créditos no serán actuali- 
zados aunque la sentencia del Tribunal así lo determi- 
ne; y que conservarán su importe nominal y no deven- 
garán intereses, a pesar de que la sentencia establezca 
—como lo hace siempre— que se pagará la cantidad a , 
cuyo pago se condena, más los intereses devengados al 
día de la demanda. Ñ 


Esto quiere decir que la ley limita en este caso eso 
que horroriza al Poder Ejecutivo, en el sentido de que 
se restringen las facultades de los jueces. Este proyecto, 
señor Presidente, luce la firma del doctor Julio María 
Sanguinetti y del señor Ministro de Trabajo y Seguridad 
Social, licenciado Hugo Fernández Faingold. 


Los comentarios huelgan. 
SEÑOR AGUIRRE. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE, —— Tiene la palabra el señor 
legislador. 
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SEÑOR AGUIRRE. — Señor Presidente: estamos 
considerando observaciones interpuestas por el Poder 
Ejecutivo a un proyecto de ley sancionado por la Asam- 
blea General, en función de la atribución que le come- 
te el artículo 138 de la Constitución de la República. 


Este tema tiene dos aspectos. Por un lado, tenemos 
el problema sustantivo, o de fondo, es decir, el mérito o 
el demérito de las observaciones, y el acierto o el de- 
sacierto del Poder Ejecutivo al haberlas interpuesto. Es- 
te tema nos lleva de la mano al que ha sido tratado en 
la intervención del distinguido legislador preopinante, 
vale decir, la justicia o el acierto del proyecto que ha- 
bía sancionado la Asamblea General y, por consiguiente, 
el eventual desacierto del Poder Ejecutivo por haber in- 
terpuesto esas Observaciones. 


El problema de la tan debatida ley de alquileres pue- 
de enfrascarnos en un interminable debate en el que vol- 
veríamos —o quizás, volveremos a oir— los mismos ar- 
gumentos reiterados con calor, pasión y convicción en la 
Cámara de Representantes, en el Senado de la Repúbli- 
ca, en la Asamblea General y, por supuesto, en las Co- 
misiones en las que se trató este tema. 


Frente a esta faceta del problema hay otro aspecto 
que no ha sido mencionado y que quiero traer al tapete 
porque considero que es muy importante. Me refiero al 
problema formal, jurídico y constitucional -de cómo se 
tramita el veto, es decir, cuál es el procedimiento que 
debe seguir la Asamblea General ante las observaciones 
del Poder Ejecutivo y cuáles son los poderes jurídicos 
que ella tiene en esta instancia. 


Este tema ha sido objeto de soluciones contradicto- 
rias a lo largo de toda la historia legislativa de nuestro 
país, desde el año 1831, y ha dado lugar a debates me- 
morables entre grandes parlamentarios y constituciona- 
listas, y nunca hubo acuerdo. Por ello, si luego pasamos 
a la votación, seguramente habrá dudas de cómo se de- 
be proceder. No tema la Asamblea que voy a hacer una 
cita muy larga, pero para que no se crea que esto es un 
invento de mi imaginación, voy a decir que Justino Ji- 
méne2 de Aréchaga, en el Tomo IV de “La. Constitución 
Nacional”, Pág. 195, bajo el subtítulo “Poderes de la 
Asamblea” expresa: “Ha dado lugar a muy grandes dis- 
cusiones en nuestro país el precisar los poderes de la 
Asamblea General en relación a un proyecto devuelto 
por el Ejecutivo con observaciones. Especialmente, se 
discutieron, casi al mismo tiempo, en el año 1920, dos 
graves problemas”. Voy a citar nada más que el prime- 
ro porque es el que interesa para este caso, sobre el que 
afirma: “El primero era el siguiente: ¿puede la Asam- 
blea General discutir y sancionar un proyecto distinto 


del devuelto por el Poder Ejecutivo o sólo puede ratifi-. 


car o desechar el anterior o el que el Poder Ejecutivo 
remita?”. 


En realidad, esta última posibilidad no existe puesto 
que el Poder Ejecutivo no remite ningún proyecto; sim- 
plemente se limita a observarlo en su totalidad. Vale de- 
cir que si se levantan las observaciones queda sanciona- 
do el proyecto de la Asamblea General. De no existir los 
tres quintos de votos necesarios para levantar las obser- 
vaciones o, como se dice vulgarmente, el veto, lo que su- 
cede es que el proyecto queda rechazado en su _totaili- 
dad. Es entonces que se plantea la duda. Eindenirisgla 
Asamblea General puede por sí guginvise puiaiebiróméte-de 
sanción de las leyes, Qqueobhadamwalmestergaresé ipánicialiya 
legislativa en una de las Cámaras —shnsambiós] pér aniba, 
y luego por la otra— o puede, por sí y ante sí, decidir 

oug.£dabera Ha aeyitciol distónto,tiesb varo iprpartitiniento 
odpsistotivarabalmemticosit eñrerisboI Is sxboriod sup 
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José Espaltioynisia rs Aarirasi rate 9 hora dro dsippge- 
sis de que la Asamblea no puede sancionar un proyecto 
distinto: Alfredo García MeBidwl polmgirmaros Rodriguez 
Larreta, entre otros, sostuvieron la tesis de que se puede 
sancionar ummialsectd dhiinto- ANIMAS O pa- 
sado, en algunas oportunidades la Asamblea por sí y an- 
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Creo que tenemos que mirar el panorama político de 
la Asamblea General tal cual es y no hacernos. ilusiones 
en función de lo que cada uno desea que resulte de la 
votación. La realidad es que por una razón de solidari- 
dad política elemental no cabe prever sino que el par- 
tido de gobierno va.a respaldar la posición del Poder 
Ejecutivo; no lo va a desautorizar y por consiguiente no 
van a existir los tres quintos de votos para levantar sus 
observaciones. Ante esa eventualidad, que es la que ló- 
gicamente tenemos que prever, seguramente nos enfras: 
caremos en las subsiguientes discusiones constitucionales, 
luego de un interminable debate político acerca de la 
pertinencia o la impertinencia de las' observaciones de' 
Poder Ejecutivo, sobre si podemos .sancionar un nuevo 
proyecto o si tenemos que iniciar el trámite de sanción 
de la ley a través de una de las Cámaras, que habría que 
elegir al efecto. : 


Creo que lo prudente, lo sensato y lo razonable en 
este momiento, es no enfrascarnos en este debate doble, 
es decir, el.que hacé al fondo del problema y el que di- 
ce relación con el aspecto jurídico constitucional. 


Pienso que hemos cansado al país con la discusión so- 
bre el Proyecto de' Ley de Alquileres y hoy amenaza 
mos tener otra interminable discusión sobre él. Normai- 
mente, cuando un proyecto entra a unha dé las Cámaras 
o a la Asamblea General, es decir, cuando se le da en- 
trada, lo primero gué-se hace es pasarlo a Comisión. Evi- 
dentemente, aquí no hay una comisión especia.izada pa- 
ra tratar el problema, pero dada la gravedad del mismo 
y su complejidad constitucional, y para no arriesgarnos a 
cometer un error, creo que lo sensato sería pasar el asun- 
to a una Comisión Especial. Esta Comisión sería del más 

* alto nivel político . y. estaría integrada por un repre:en- 
tante de cada partido. Su finalidad sería la de estudiar 
los aspectos formales y sustanciales y le daríamos un 
plazo, inferior a los 60 días fijados por la Constitución 
para pronunciarnos sobre el veto, pero lo suficiente co- 
mo para que estudie el asunto y procure un acuerdo po- 
lítico que nos evite enfrentamientos y estos debates que 
no le aseguran a nadie, ni a los iííquilinos ni a los pro- 
pietarios, una solución rápida y $atisfactor:a a su proble- 
ma. Creo que con esto daríamos un muestra de sen:atez. 


En concreto, señor Presidente, propongo que se rea: - 
lice un cuarto intermedio por 15 días y que el asunto se 
pase a una Comisión Especial integrada por 4 miembros, 
uno por cada partido, la que sería designada por la Me- 
sa, por supuesto que en acuetdo con las distintas banca: 
das. En ese sentido, dejo formulada la moción. 


SEÑOR CANTON. — Pido lá palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
legislador. 


SEÑOR CÁNTON. — En su mómento, había solici- 
tado una: interrupción al señcr legislador Porras Larralde, 
quien la fue difiriendo, de total EE fe, da 1 04t- 
mo que iba cobrando su exposición. El- 
ción de decirme que e ponaleut to, 
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SEÑOR FAT. — Que se lea la disposición reglamen- 
taria, señor Presidente. 


¡SEÑOR PRESIDENTE. — Léase el artículo 74, nu- 
meral 13. 


SEÑOR SECRETARIO (Dr. Héctor Clavijo). — Di- 
ce así: “Artículo 74. — Son mociones de orden:” . s 
“132 -— Que el asunto vaya a una Comisión Especial”. ” Y 
en su parte final dice: “Estas cuatro últimas se votarán 
en el acto de presentarse, sin discusión”. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — ¿Me permite, 
señor Presidente, para hacer una consulta de orden regla- 
mentario? 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
legislador. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — Quisiera con- 
sultar al señor legislador Aguirre, cuyo pensamiento y 
propósito la Asamblea General ya conoce, sobre la posi- 
bilidad de que aplace la presentación de su moción a 
efectos de permitir que por lo menos los sectores políti- 
cos que no se han podido expresar, puedan hacerlo. Es- 
toy seguro que el reconocido espíritu legalista y republi- 
cano del señor legislador Aguirre, comprenderá. las razo- 
nes de este planteamiento. 


SEÑOR AGUIRRE. — Pido la palabra. 


“SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
legislador. 


SEÑOR AGUIRRE. — Después de las flores que me 
ha arrojado. el señor legislador Rodríguez Camusso, debo 
expresar que naturalmente no está en mi espíritu impedir 
a los sectores políticos expresarse. Supuse que podía haber 
un consenso en esta Asamblea, en el sentido de pasar el 
asunto a Comisión. También escuché a mi amigo el señor 
legislador Tourné pedir que aplazara la moción. A esto 
digo que no soy el dueño del Reglamento. Yo había pre- 
sentado la moción, pero si la Mesa me autoriza no a re- 
tirarla, sino a aplazar su Consideración o a presentarla 
Juego de que se expresen otros sectores políticos u otros 
legisladores, así lo haré. 


Reitero que mi temor es que entremos en el debate 
que quería evitar, pero si los legisladores se quieren expre- 
sar me slento en el deber de aplazar la consideración de 
la moción. 


SEÑOR PRESIDENTE. — La Mesa tampoco es la due- 
ña del Reglamento. Quien puede retirar la moción es €l 
señor legislador Aguirre con el consentimiento de la 
Asamblea General. 


SEÑOR AGUIRRE. — En consecuencia, solicito el 
consentimiento a la Asamblea General para retirar la 
moción, la que presentaré una vez que se hayan expresado 
los sectores políticos. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Si no se hace uso de la pa- 
labra, se va a votar si se accede a la solicitud formulada. 


(Se vota:) 
—108 en 110. Afirmativa, 


Continúa en el uso de la palabra el señor legislador 
Cantón. 


SEÑOR CANTON. — Señor Presidente: voy a hacer 
algunas breves referencias acerca de las manifestaciones 
del señor legislador Porras Larralde. 


Señalaba, cuando comentaba los aspectos más salien- 
tes del veto interpuesto por el Poder Ejecutivo al proyecto 
de ley emanado de la Asamblea General, que. ley tidarsaba, 
asombro —esa es la a que empleó el señor legisia- 
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Efectivamente, señor Presidente, en la parte respectiva, 
el Mensaje del Poder Ejecutivo establece que el régimen 
proyectado —se refiere al proyecto emanado de la Asam- 
blea General— es injusto para un amplio sector social, 
el de los pequeños propietarios, porque pasa por alto que 
éste no especula con las rentas, sino que las utiliza como 
legítimo medio de subsistencia. A continuación de esta 
referencia que hace al Mensaje del Poder Ejecutivo, el 
señor legislador Porras Larralde formula una Considera- 
ción que deseo analizar, porque nuestra bancada parla- 
mentaria estima que este aspecto del veto interpuesto por 
el Poder Ejecutivo es uno de los motivos más importan- 
tes y señalados. Y ha tenido en la consideración de la 
ciudadanía una receptividad muy importante y firme. 


El señor legislador Porras Larralde manifestaba que 
en esta consideración que realiza el Poder Ejecutivo al 
llamado modesto propietario, todos estamos de acuerdo. 


Con la autoridad que emana de un sector parlamen- 
tario como lo es la Unión Colorada y Batllista, que ha 
recorrido el] tratamiento de esta ley con una indeclinable 
coherencia, deseo manifestar que, desde nuestro punto de 
vista, la ley en materia de alquileres tiene que arbitrar 
justicia y equilibrio entre intereses contrapuestos como 
son los de los pequeños inquilinos y los de los modestos 
propietarios. Además poseemos la autoridad que emana 
de haber formulado recientemente en el seno de la Asam- 
blea General, múltiples propuestas a los efectos de. con- 
templar al modesto propietario. Todas ellas, habiendo ob- 
tenido mayoría, no salían triunfantes en función de que 
no se alcanzaban los 2/3 de votos requeridos por la Cons- 
titución. En consecuencia, tengo derecho a formular la 
siguiente consideración, expresada con total respeto al 
add legislador Porras Larralde y a quienes opinen como 

L 


En oportunidad de la Asamblea General recientemen- 
te realizada nos sorprendió —al igual que a buena parte 
de la ciudadanía del país, y en alguna medida (deseo ex- 
presar la calificación con total respeto) resulta asombro- 
so— que si se participaba de este punto de vista en el 
sentido de que hay que contemplar al modesto propieta- 
rio, lo que no resulta Coherente es haber desestimado, en 
una sesión en la cual se formularon, una y otra vez, pro- 
puestas diferentes, razonables y abonadas por el buen 
criterio y el sentido de justicia, que hubieran permitido 
evitar uno de los estigmas de la ley, o sea, que, finalmen- 
te, la ley resultará profundamente inquilinista, desam- 
parando al pequeño propietario. 


Pienso que en esto, señor Presidente, tenemos que ex- 
presarnos con total lealtad. El Mensaje del Poder Ejecu- 
tivo vetando la ley, formula un planteamiento que tam- 
bién lo hace la mayoría de la población, o sea, que la ley 
debió haber logrado, a mi juicio, los propósitos que esta- 
ban a su alcance. La posición de todo el Partido Colorado, 
en definitiva, era contemplar al modesto inquilino, aspi- 
ración inicial de esta Ley de Emergencia de Alquileres. Se 
lo podía contemplar aliviándolo en estos reajustes que, en 
definitiva, han superado las posibilidades económicas de 
numerosos hogares de la población del Uruguay. Pero en- 
tendemos que al mismo tiempo se debía lograr un equi- 
librio con los intereses de los modestos propietarios. El 
señor legislador Porras Larralde hacía caudal del docu- 
mento de la CONAPRO. Vamos a recordarlo en todos sus 
términos ya que el mismo, como tantos otros emanados 
de aquel organismo ajeno al Poder parlamentario, conti- 
núa imperando a través de sus pautas y mandatos. 


En sustancia, señor Presidente, lo que ma a 
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cuchando con el debido silencio al señor legislador que 
hace uso de la palabra. 


(Interrupciones. Campana de orden.) 


SEÑOR CANTON. — ...Decíamos, señor Presidente, 
recordando que en la reciente sesión de la Asamblea Gre- 
neral, nuestra bancada de la Unión Colorada y Batllista, 
propuso en el momento en que se trataba el literal C) 
del articulo 10, incluir entre las excepciones, una qUe 
tuviera en cuenta al propietario cuyos ingresos mensua- 
les, en los doce meses anteriores al del reajuste, no ex- 
cedieran las Cincuentas Unidades Reajustables. 


Frente a las observaciones que se hicieron en Sala, 
haciendo un llamamiento al sentido de equilibrio entre 
inquilinos y propietarios, formulamos, desestimada la an- 
terior, una nueva propuesta. Expresamos, repito que de- 
bía buscarse el equilibrio, porque de no hacerlo, la ley 
iba a estar signada por la desconsideración al modesto 
propietario. - 


(Campana de orden) 


SEÑOR PRESIDENTE. — Señores legisladores: con ra- 
zón acaba de reclamarse silencio para poder oír al señor 
legislador que está haciendo uso de la palabra. Por lo 
tanto, les ruego que tomen asiento y guarden silencio. 


SEÑOR CANTON. — Muchas gracias, señor Presidente. 


Cuherentes con este punto de vista, formulamos una 
segunda moción, recogiendo las observaciones planteadas 
en Sala, que hacían caudal de que la propuesta tenía 
en cuenta exclusivamente, los ingresos mensuales del pro- 
pietario y no del núcleo familiar. En ese sentido estruc- 
turamos una nueva fórmula que contemplaba aquella ob- 
jeción tan señalala y al parecer tan importante. 


Es así que propusimos que mientras hubiere un pro- 
pletario cuyo núcleo familiar tuviera ingresos mensuales 
que no excedieran las 50 Unidades Reajustables, queda- 
ra excepcionado del tope del 25 %. En aquella oportuni- 
dad abundamos en argumentos que en nuestra opinión, 
eran incontestables, o sea que esta solución era el fiel 
de la balanza; era la manera de no abandonar al modes- 
to inquilino y no desamparar al pequeño propietario. Ex- 
plicamos una y otra vez que con aquella fórmula hu- 
biéramos contemplado, a través de las franjas, aplican- 
do importantes abatimientos en los reajustes del alquiler, 
entre marzo de este año y febrero de 1986, al inquilino 
modesto, pero repito que no desamparábamos al modes- 
to propietario. La moción alcanzó mayoría, pero fue de- 
sestimada porque la Constitución exige, en el artículo 
respectivo, el voto de los 2/3 de presentes en la Asam- 
blea General. 


El proyecto, señor Presidente, pasó al Poder Ejecutil- 
vo y éste hace caudal fundamental, en uno de sus pri- 
pre! planteamientos, en el desamparo al pequeño pro- 
pietario. 


Diría que nuestra bancada y, en definitiva, toda la 
del Partido Colorado además de la de otros sectores par- 
lamentarios que acompañaron nuestra posición, no se 
pueden sentir desautorizadas por el veto del Poder Eje- 
cutivo, sino profundamente respaldadas y refrendadas en 
una causa de justicia, cuyo respeto transitamos en todas 
las etapas del trámite parlamentario, con insistencia, pe- 
ro señalando que si la ley se aprobaba sin esa conside- 
ración hacia el pequeño propietario, se inferiría un gra- 
tuito agravio a gente meritoria, como lo es el sector de 
los modestos propietarios. 


En definitiva, señor Presidente, es lo que el veto del 
Poder Ejecutivo señala en esta materia. 


El otro aspecto —y deseamos ser breves para no ex- 
tender en demasía esta exposición— que queremos esta- 
blecer, es el de las inconstitucionalidades que señala el 
Poder Ejecutivo en el veto deducido y elevado a la 
Asamblea General. 
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Se hace caudal de inconstitucionalidad, fundamen- 
talmente, en dos de los artículos, el 2 y el 13 del proyec- 
to de ley emanado de la Asamblea General. 


Esto fue sostenido brillantemente por el señor legis: 


-lador Aguirre, del Partido Nacional, que, en esa oportu- 


nidad no tuvo éxito en este recinto. 


El Poder Ejecutivo sostiene que en la medida en que 
se deja sin efecto o se desatiende la cosa juzgada, se 
está invadiendo el fuero de otro Poder del Estado y que, 
por consiguiente, transgrede el texto constitucional. 


No tenemos dudas, con respecto a estos dos artícu- 
los, de que, a nivel de la CONAPRO en octubre de 1984, 
primero, de la Comisión de Representantes, después y del 
grupo bicameral posteriormente e. objetivo es plausible, 
como lo ha señalado el señor leg.slador Porras Larral- 
de; o sea, contemplar a inquilinos en desgracia que no 
han podido pagar sus alquileres, han entrado en la con- 
dición de morosos y están ante la inminencia de perder 
su vivienda. 


En una Asamblea General, en un régimen democrá- 
tico que enfatiza, desde el primer día de su constitu- 
ción —y con cuánta razón— que a democracia está pa: 
ra preservar y salvaguardar el Derecho, no podemos de- 
cir que no nos interesa la Carta; es decir que sería in- 
sostenible, por más plausibles que fueran nuestros pro: 
pósitos, desconocer los argumentos esgrimidos por el Po- 
der Ejecutivo en su veto muy sumario y concreto que 
está asistido de absoluta razón. 


Quiero decir algo que, quizás, interese al ciudadano 
que sigue con atención y marcada preocupación, esta fal- 
ta de definición de la ley de emergencia de alquileres. 


Al considerarse este tema, un señor legislador se 
preguntó recientemente —y muchos ciudadanos tendrán 
la misma interrogante— por qué en lugar de dictar una 
ley con 25 o 30 artículos, no elaborábamos una de emer- 
gencia, no digo de una sola disposición, pero sí de dos o 
tres, poniendo punto final a una situación que por ser 
de emergencia debía tener una rápida definición. 


Con todos los respetos, pienso que esta noche en la 
Asámblea General debemos volver a explicar —en :a 
calle, muchos ciudadanos nos preguntan a ese respecto— 
por qué no resolvemos el punto en una ley de emergen- 
cia de pocos artículos. ¿Cuál es la explicación de esto? 


Cuando se empezó a considerar el tema, ¿no tuvi- 
mos la intención de redactar una ley de pocas -disposi 
ciones para no comprometernos en el tratamiento de un 
asunto de múltiples aristas que, en la medida en que 
era espinoso, llevaría largo tiempo para lograr el con- 
senso? Claro que lo pensamos. ¿Por qué ni siquiera !o 
intentaron y por qué otros que no estábamos atados a 
los documentos de la CONAPRO no llegamos a intentar 
plantearlo? Por una sencilla razón; porque en este Par- 
lamento, desde su constitución —y no elogiamos ni cen- 
suramos, sino que hago una comprobación-— los manda- 
tos de la CONAPRO siguen rigiendo, puesto que son el 
compromiso de los partidos políticos que, a veces, viene” 
como pautas al Parlamento y, en otras, como disposic'o 
nes prácticamente redactadas. 


Apelamos a la memoria y a la lealtad —que descon- 
tamos— de los compañeros con los cuales trabajamos en 
esta materia de alquileres en diversas Comisiones. Les 
recordamos que desde el primer día, cuando en la Co- 
misión de los diecisiete representantes ctonsideramos este 
espinoso asunto, nos encontramos con que no empezába- 
mos en foja cero, sino con todo un documento de la CO- 
NAPRO que contenía una serie de disposiciones. Las 
más importantes eran las que hoy se descubren como in- 
constitucionales. 


Efectivamente, los artículos 2 y 13, que fueron seña- 
lados como inconstitucionales por el señor legislador 
Aguirre en este recinto parlamentario y que ahora el 
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Poder Ejecutivo los tacha por tales, estaban contenidos, 
res textualmente, en el documento de la CONAPRO de 
984, ' 


Creemos que un sector, muy respetuoso de los obje- 
tivos plausibles que se persiguieron en la CONAPRO y 
que no estuvo ligado a sus pautas o mandatos, tiene de- 
recho a expresar esta verdad. En esa Comisión que con- 
sideró el tema de alquileres era muy difícil, estando al 
lado de parlamentarios que se sentían atados a las pau- 
tas de la CONAPRO, decir, ¿cómo hemos de hacer para 
desprendernos de un mandato que, aunque acuse incons: 
titucionalidad, es imperativo para.la inmensa mayoría de 
los legisladores? Esto, dicho con total objetividad, es la 
gran verdad. Estos artículos 2 y 13, que en este recinto 
fueron denunciados por un señor legislador y posterior- 
mente por el Po“er Ejecutivo, provienen de un documen- 
to de la CONAPRO. : 


SEÑOR CASSINA. — ¿Me permite una interrup- 
ción? 


SEÑOR CANTON. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el se- 
ñor legislador. 


SEÑOR CASSINA. — El señor legislador defiende la 
tesis que el Poder Ejecutivo patrocina en materia de in- 
constitucionalidad de las normas legales que afecten sen- 
tencias pasadas en autoridad de cosa juzgada. Digo que 
este Poder Ejecutivo es, por lo menos, inconsecuente, 
puesto que remitió a la Asamblea General un proyecto 
de ley en materia de refinanciación de sobreendeuda.- 
miento interno que implica —en tanto obliga a los 
acreedores a aceptar la fórmula de refinanciación que la 
ley o el reg'amento establezcan— que se pase por enci- 
ma de sentencias dictadas, pasadas en autoridad de co- 
sa juzgada en juicios ejecutivos promovidos por esos 
acreedores. 


Si alguien nos explica esta contradicción del Poder 
Etecutivo, estamos dispuestos a aceptar la inconstitucio- 
nalidad de estos textos, 


SEÑOR CANTON. — Estábamos realizando una 
afirmación que vamos a reiterar en su totalidad. 


He manifestado con respecto a este tema, que exis- 
ten dos cosas muy claras. Una, que no ha sido levanta- 
da por el señor legislador Cassina y que reitero en Sala 
en el sentido de que estas normas en las que hoy pare- 
so EN concordancia en cuanto a su inconstitucionali- 

ad... 


SEÑOR CASSINA. — En absoluto. 


SEÑOR CANTON. — Existen muchas opiniones con- 
cordañtes en esto. ) 


SEÑOR CASSINA. — Las mismas de antes. 


SEÑOR CANTON. — Esas normas, repito, estaban 
contenidas en el documento de la CONAPRO de octubre 
de 1984. Esto no ha sido desmentido. 


Señalo, con absoluto respeto por quienes no partici- 
pen de mi opinión, que no es bueno que el Parlamento 
esté condicionado —a la vista está-— por pautas o man- 
datos que crean problemas posteriores, porque, en cuan- 
to nos sentamos en torno a.:una mesa de trabajo, los 
señores legisladores que participan de esta opinión, en la 
medida que sienten lea'tad y respetan los acuerdos de 
la CONAPRO, se encuentran legítimamente inhibidos de 
ir contra aquello que parece un mandato. 


En este sentido, el señor legislador Cassina no me 
contesta esa afirmación; pero me pregunta si el Poder 
Ejecutivo entra en contradicción o no —enfatiza que 
sí— cuando en otro proyecto de ley, contradiciéndose, 
según su opinión, establecería fórmulas que incurrirían 
en esta inconstitucionalidad. s 
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Personalmente, decimos al señor legislador Cassina 
que en este momento estamos actuando como integran- 
tes de una bancada parlamentaria —Unión Colorada y 
Batllista— y tenemos absoluta libertad, exista o no con- 
tradicción de otros señores legisladores, de expresar nues- 
tra posición. 


Digo que esto viene de la CONAPRO y que no sería 
buena cosa -——por mejores y más plausibles que fueran 
los objetivos de justicia que lo animan; que reconozco 
sinceros— que el máximo órgano legislativo diera forma 
definitiva a normas sobre las que existen importantes y 
fundadas opiniones en el sentido de que transgreden la 
Constitución. 


SEÑOR CASSINA. -— ¿Me permite una interrup- 
ción, señor legislador? ] 


- SEÑOR CANTON. — SÍ, con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE, — Puede interrumpir el señor 
legislador. 


SEÑOR CASSINA. — En general, no me gusta inte- 
rrumpir a los oradores, para no hacerles perder la unidad 
de su exposición. Si me permití hacerlo con el señor le- 
gislador Cantón, fue porque él estaba definiendo como 
e la actitud del Poder Ejecutivo en esta circuns- 

ancia. 


No se trata de que quien habla esté cuestionando el 
derecho del señor legislador a sostener la tesis jurídica 
que sustentó. El señor legislador Aguirre en reiteradas 
oportunidades y con la mayor responsabilidad y acopio 
doctrinario —-asimismo, lo hizo en la sesión anterior de 
la Asamblea General— manifestó la inconstitucionalidad 
de las leyes que pasen por encima de sentencias que 
posean autoridad de cosa juzgada. El señor legislador 
Cantón tiene todo el derecho del mundo -——y se lo respe- 
to— de sostener ese criterio, que es el que defiende una 
de las bibliotecas que hay sobre esta materia, que es 
muy opinable. Debo decir que no comparto ese criterio; 
hay otra biblioteca muy respetable —y así lo reconoce: 
rá el señor legislador Cantón— que integran prestigiosos 
juristas aquí presentes a los que no citaré para no mo- 
lestar a nadie, que avala mi posición. 


Además, sobre la materia hay profusos antecedentes, 
no porque lo haya dicho la CONAPRO, sino porque lo 
acordamos los partidos políticos, en una larga discusión 
parlamentaria. Mucho se ha hablado de la inconstitucio- 
nalidad, pero no conozco una sola sentencia de la Supre- 
ma Corte de Justicia declarando la inconstitucionalidad 
de alguna de estas leyes que, en materia de arrendamien- 
tos —hasta el cansancio, diría— han comenzado dicien- 
do: “Clausúranse los juicios de desalojo”, etcétera, Po- 
dría citar un sinnúmero de antecedentes sobre este tipo 
de leyes, inclusive en otras materias, y ninguna ha si- 
do declarada inconstitucional por la Suprema Corte de 
Justicia. Admítase entonces, por lo menos, que el tema 
es opinable, 


No se me podrá negar que, en este caso concreto, 
el Poder Ejecutivo incurre en una flagrante contradic- 
ción. Entiéndase bien; no digo que el señor legislador 
Cantón "haya incurrido en ella, 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor 
legislador Cantón. ; 


SEÑOR CANTON. — Después de la aclaración final 
del señor legislador Cassina, cuanto pensaba decir resulta 
innecesario. Precisamente, iba a expresar lo que él me 
torna obio señalar. 


Soy un legislador que, ante un veto del Poder Ejecu- 
tivo que señala que se ha desamparado al pequeño pro: 
pietario, expresa con la misma convicción que hemos man- 
tenido durante el tratamiento de este tema que, efecti- 
vamente, el Poder Ejecutivo, en este asunto, tiene razón. 
La ley desampara al modesto propietario. Sostuyimos esa 
tesis enfáticamente y con total coherencia. 
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El Poder Ejecutivo señala que en esta materia exis- 
ten inconstitucionalidades; pensamos que, en la medida 
en que las haya -—y creemos que las hay— no corres- 
ponde ni es pertinente que la Asamblea General, en fun- 
ción de propósitos plausibles, pueda llegar a sancionarlas. 
No hay contradicción en lo nuestro. Si el Poder Ejecutivo 
incurriera en ello, en su momento, los Ministros que re- 
presentan al señor Presidente de la República, tendrán 
que dar cuenta, oportunamente, de estas presuntas Con- 
tradicciones. 


Pienso que, frente a este veto que Obliga al Parla- 
mento a buscar una rápida definición con respecto a este 
tema, la opinión pública nos la está reclamando, aún re- 
conociendo que se ha trabajado con intensidad en la ley 
de emergencia. No podemos esperar hasta el mes de di- 
ciembre para dar retroactividad a la ley, beneficiando 
legítimamente a los inquilinos modestos, para proyectarla 
al mes de marzo. Pensar en ello, realmente causa esca- 
lofríos, porque constituiría la evidencia de que no sería 
una ley de emergencia. Participo de la idea de una rá- 
pida definición. 


Nuestro partido tiene ideas claras y firmes sobre este 
punto; ha deliberado al respecto y en su momento, en el 
ámbito que corresponda, sobre la base de lograr un con- 
senso en algunos aspectos esenciales —quizá durante ese 
cuarto intermedio de quince días— deberemos terminar 
con esto en el presente mes de octubre. Creo que esa es 
la obligación de todos los sectores parlamentarios, cual- 
quiera sea la opinión que se tenga con respecto al veto 
del Poder Ejecutivo. 


En lo personal, comparto la idea que sostienen dis- 


tinguidos juristas en cuanto a que la Asamblea Genétral - 


está habilitada para lograr —si obtiene el consenso res- 
pectivo dentro de los sesenta días siguientes a la recep- 
ción del veto del Poder Ejecutivo y si cuenta con los tres 
quintos de presentes— una. solución diferente a la conte- 
nida en los proyectos anteriores. 


Desde luego, comparto la idea de la formación de un 
grupo bicameral y personalmente —lo he conversado Con 
otros legisladores— hubiera preferido que existiera una 
mayor representatividad de los distintos sectores. Aunque 
con un delegado por partido estos estarían suficientemen- 
te representados, existiría el inconveniente de que no s€ 
reflejaría el espectro de opiniones. Me hubiera inclinado 
por el mantenimiento del grupo bicameral, que tan bién 
trabajó, más allá de que en definitiva la solución a que 
arribara no haya cristalizado —por razones por todos co- 
notidas— con el “cúmplase” del Poder Ejecutivo. Pienso 
que el grupo podría estar formado por seis representantes 
y tres senadores, por esta vía alcanzaríamos la represen- 
tatividad en número proporcional a cada una de las Cá- 
maras, contemplando así el espectro de su constitución 


política. ' 


No sé si el señor legislador Aguirre admitiría revisar 
su propuesta de realizar un cuarto intermedio, a los efec- 
tos de constituir un grupo legislativo, que propondria 
fuera el mismo que tan bien trabajó en la consideración 
del proyecto en la etapa anterior. De no aceptar el señor 
legislador esta propuesta, y para el caso de que su moción 
no obtuviera la mayoría necesaria, subsidiariamente insis- 
tiría en la relativa a constituir un grupo bicameral de 
seis diputados y tres senadores. Más allá de que en algu- 
na medida me comprendan las generales de la ley, suge- 
riría que el mismo se integrara con aquellos legisladores 
que ya tienen experiencia en este tema y que trabajaron, 
con tan buen espíritu, en el proyecto de ley anterior. 


SEÑOR TOURNE. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene de la palabra el señor 
legislador. 


SEÑOR TOURNE. — En cuanto a las observaciones 
y al juicio que nos merece este veto interpuesto por el 
Poder Ejecutivo, nos remitimos íntegramente a las manl- 
festaciones que, exteriorizando la opinión de nuestro gru- 
po político, hiciera el señor legislador Porras Larralde, 
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quien ha determinado exhaustivamente las razones que 
establecen, en definitiva, la inhabilidad de este veto. Sin 
perjuicio de remitirme integramente, en este sentido, a 
las manifestaciones del señor legislador Porras Larralae, 
como comentario general y en virtud de las expresiones 
que se han formalizado en el curso de este debate, voy 
a agregar algunas observaciones. 


En primer lugar hay que destacar que, lamentable- 
mente, esta forma de relacionarse de los Poderes Ejecu-: 
so y Legislativo no contribuye, precisamente, a. su pres- 
igio. 


El Poder Ejecutivo cuenta con un número importante 
de legisladores que dedicó su esfuerzo a lograr una solu- 
ción sobre el problema, tanto en la Cámara de Represen- 
tantes como en la de Senadores, así como en oportuni- 
dad de su tratamiento en la Asamblea Greneral. La opi- 
nión, pues, del Partido Colorado se tradujo en un pro- 
nunciamiento favorable al proyecto a través de sus legis- 
ladores. Sin embargo, el Poder Ejecutivo veta el proyecto 
aprobado por los legisladores de su propio partido. 


No podemos decir que el Poder Ejecutivo, al interpo- 
ner el recurso del veto, esté utilizando mecanismos que 
no corresponden. Por el contrario, como Poder del Esta- 
do tiene absoluta y total libertad de ejercitar las facul- 
tades que, como co- legislador le incumben, tanto para 
tomar la iniciativa como para vetar, o sea de exteriorizar 
sus puntos de vista utilizando los procedimientos previs- 
tos en la Constitución. - 


La consideración de este proyecto de ley se inició, 
prácticamente, en octubre de 1984, a nivel de la CONA- 
PRO. Con posterioridad, en el mes de febrero de 1985, se 
llegó a un acuerdo, que se reflejó en el pronunciamiento 
de la Concertación Nacional Programática. 


Luego de una tramitación azarosa en los distintos 
Cuerpos legislativos donde el Poder Ejecutivo pudo haber 
hecho conocer su opinión, se llega a este veto que, repi- 
bs no prestigia lo que deben ser las relaciones de los po- 

eres. 


El manejar las cosas a través de los engranajes polí- 
ticos no sólo conduce a prestigiar la acción de los pode- 
res del Estado sino que permite evitar que se viva nue- 
vamente aquella etapa que sufrió el país y un enfren- 
tamiento permanente entre el Parlamento y el Poder 
Ejecutivo. ] 


En consecuencia, la primera observación que hacemos 
se refiere a la metodología empleada por el Poder Eje- 
cutivo, y a la falta de conexión entre las mayorías polí- 
ticas y las decisiones del Gobierno. Si se llega a repetir 
este hecho, no se augura nada bueno, 


En segundo término, el Mensaje que el Poder Eje- 
cutivo ha hecho llegar al Parlamento establece un veto 
a la totalidad del proyecto y no a determinadas dispo- 
siciones, como se ha dicho por ahi. En definitiva, lo que 
se conjuga en un proyecto de emergencia como éste, es 
un equilibrio entre las partes que intervienen en el Con- 
trato de arrendamiento. En cierta manera, tomar deci- 
siones implica optar por una parte en perjuicio de la 
otra; o, por lo menos, contrastar los intereses de una 
parte con respecto a la otra. Entonces, cuando se mani- 
fiesta que el proyecto es injusto para un amplio sector 
social, el de los pequeños propietarios, no se hace una 
referencia aislada a una disposición de este proyecto sino 
a su totalidad. 


De haber existido una mayor precisión técnica del 
Mensaje se habría podido llegar a una solución a través 
del conocimiento previo de los puntos de vista del Poder 
Ejecutivo. * 


En este caso, señor Presidente, no se trata de una 
observación concreta a alguna de las disposiciones del 
texto que fue remitido para la promulgación del Poder 
Ejecutivo, sino que, en definitiva, las objeciones se Cen- 
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tran en'su totalidad. Entonces, luego de más de diez me- 
ses de análisis y de discusión de este proyecto de ley" de 
emergencia por parte de los sectores políticos del país, 
nos encontramos con que: la -controversia” ha sido inútil, 
y lo mismo ha ocurrido al tratar de arribar a soluciones 
de consenso. 


Hace unos momentos el señor senador Aguirre se re- 
firió con precisión a la historia del tratamiento de los 
vetos por parte del Parlamento, mencionando que dio lu- 
gar a debates memorables. Uno de los problemas que se 
plantearon fue si la Asamblea General podía o no discu- 
tir y sancionar un proyezto distinto del devuelto por el 
Poder Ejecutivo o sélo podía ratificar o desechar el ante- 
rior o el que el Poder Ejecutivo remita. Ahora, el Poder 
Ejecutivo no remite ningún proyecto, solamente lo 0b- 
serva en su totalidad. 


Fuera de saber cuál es el orden de las potestades de 
la Asamblea General, hay que analizar las consecuencias 
del contenido de los pronunciamientos. El Poder Ejecu- 
tivo, en virtud de su veto generalizado, coloca a la Asam- 


blea General ante el hecho de "que no existe un proyecto 


de ley de emergencia. 


Al respecto, el artículo 140 de la Constitución es muy 
claro. El mismo dice: “Si las Cámaras reunidas desapro- 
baran el proyecto devuelto :por el Poder Ejecutivo, que- 
dará sin efecto por entonces, y. no podrá ser presentado 
de nuevo hasta la siguiente Legislatura”. 

Er 


De todo esto se desprende que el Poder Ejecutivo, 
que indudablemente conoce la opinión de los legisladores 
cel Partido Colorado así como la de los integrantes de 
las diferentes bancadas, parece no querer que se apruebe 
un proyecto de ley de emergencia sobre-el tema alquileres. 
Esto coloca al Parlamento en una situación extrema, 


Como argumento para su decisión, el Poder Ejecu-: 
tivo esgrime la inconstitucionalidad del proyecto. Al res- 
pecto, el señor legislador Cassina señaló que no conocía 
ninguna sentencia de la Suprema Corte de Justicia que 
declarara la inconstitucionalidad de anteriores leyes so- 
bre arrendamientos. Hay disposiciones que se arrastran 


cesde el año 53, que no han sido observadas. Así que * 


aquí no hay un problema de cosa juzgada, sino de deci- 
sión en torno a consecuencias determinadas por la propia 
ley. La calificación de inconstitucionalidad ha sido refu- 
tada debicamente, no solamente a través de los argu: 
mentos que se han dado en los debates de esta Asam- 
blea, sino por la jurisprudencia. 


Reconozco que la afirmación del señor legislador Ca- 
ssina en Cuanto a que no se conoce un solo fallo de la 
Suprema “Corte de "Justicia que establezca la inconstitu- 
cionalidad de estas normas €s una verdad absoluta y un 
hecho perfectamente comprobable. Quiere decir que se ha 
puesto en grave riesgo la «posibilidad de una ley de emer- 
gencia con un pronunciamiento del Poder Ejecutivo que 
establece una cuestionable inconstitucionalidad con un 
argumento que no tiene el peso suficiente como para en- 
frentar a la República con la tremenda angustia de miles 
y miles de familias de uruguayos que se ven sometidos al 
azaroso trámite de 'este proyecto de ley. Por otra parte, 
no aporta ningún pu de vista que PMA superar 
el problema. a ca 

Si se considera que la situación de los pequeños pro- 
pietarios no'ha sido debidamente -atendida,. debió haber- 
se aportado la forma concreta en que debe ser contem- 
plado este sector. Como lo expresara el señor legislador 
Porras Larralde, el séctor de los pequeños propietarios 
pudo haber tenido un tratamiento adecuado por la vía 
impositiva. Se ha reiterado que no tienen por qué quedar 
recargados los inquilinos ni los propietarios en lo que se 
considera un objetivo de carácter social que debe ser aten- 
dido por la vía correspondiente de los subsidios del Esta- 
do, Ese-era un camino que tenía que haber sido señalado 
por el Poder Ejecutivo. Además, . debería haber indicado 
concretamente; cuáles eran lás normas 'que, en definitiva, 
permitían superar. esta circunstancia que está afectado 
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prácticamente a la totalidad del texto legal que tenemos 
a estudio, 


Es indudable que esta, posición del Poder Ejecutivo 
no lo prestigia y pone en grave riesgo la posibilidad de. 
que el país pueda contar con una ley de emergencia que 
ampare la situación realmente delicada en que se hallan 
miles y miles de familias, enfrentadas a este grayisimo 
problema económico resultante de los desorbitados pre- 
cios de los alquileres y de los incrementos de la Unidad 
Reajustable, que no interpretan el mínimo Criterio de jus- 
ticia distributiva de las Cargas sociales. Además, arras" 
tramos las consecuencias de la política neoliberal que co- 
nocimos y que, en definitiva, es fruto de la Crítica situa- 
ción que este proyecto de ley trata de superar. 


Creemos que este enfrentamiento debe tener una so0- 
lución en términos muy breves. Es un problema en el que 
los legisladores y los partidos políticos ya tenemos posl: 
ción. No es un problema nuevo para el que tengamos que 
requerir información complementaria que habilite un 
pronunciamiento adecuado, ' 


En ésta materia existe un aporte, desde el punto de 
vista de los elementos de juicio y de las posiciones polí- 
ticas que hoy, mediante un cuarto intermedio de apenas 
veinticuatro horas, nos permite definir y solucionar el 
problema, 


Quiero señalar, señor Presidente, que tal vez un tér- 
mino tan breve como el que acabo de proponer es incom- 
patible con el plazo de quince días del señor legislador 
Aguirre; pero es preciso darle una respuesta al país en 
un plazo que suponga, en primer lugar, la posibilidad de 
un nuevo análisis político de las posiciones de los partidos 
y de los sectores y que a la vez elimine esta angustia de 
una prórroga indefinida, porque los grupos políticos ya 
tienen una posición. 


Creo que un plazo de cinco días supone la posibilidad 
de encontrar caminos políticos que den solución a este 
problema. 


El Partido Colorado tendría que haber dicho cuál es 
su posición en esta materia; cómo estima que se defiende 
al pequeño propietario, ya que no lo hemos escuchado 
tampoco explicar, siquiera, las razones de inconstituciona- 
lidad que no están mencionadas en este Mensaje. Tam- 
poco conocemos el criterio que permita amparar a los pe- 
queños propietarios, ni de qué forma se instrumenta, In- 
dudablemente, estamos dispuestos a abrir un compás de 
espera que permita un nuevo estudio de este planteo. 


SEÑOR RICALDONI. — ¿Me permite una interrup- 
ción, señor legislador? 


SEÑOR TOURNE. — Con mucho gusto, 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el señor 
legislador. 


SEÑOR RICALDONI. — El señor legislador Tourné 
nos preguntaba cuáles son las soluciones que tenemos pa- 
ra los pequeños propietarios. Creo que los términos de la 
cuestión se están invirtiendo. Hemos señalado ya que las 
soluciones eran o bien tener en cuenta normas como las 
que se barajaron en el proyecto vetado, o bien arbitrar 
otras de distinto tipo que nadie encontró. Hemos dicho 
también que por la vía impositiva no hay ninguna forma, 
ni práctica ni efectiva, desde el punto de vista económi- 
co-financiero, que veamos como posible para ayudar a 
esos pequeños propietarios. Por lo tanto, creo que quienes 
objetan esa “supuesta omisión” del Poder Ejecutivo —que 
la coloco entre comillas— serían los que tendrían que su: 
gerirnos la respuesta más eficaz al problema de los pe- 
queños propietarios. En la Comisión Bicameral no la es- 
cuché, ni tampoco en la Comisión del Senado. Las solu- 
ciones que el señor legislador Tourné cree que debieron 
ser propuestas por el Gobierno, tampoco partieron de nin- 
gún sector de la oposición. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Continúa en uso de la pa- 
labra el señor legislador Tourné. 
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SEÑOR TOURNE, — La reflexión surge claramente 
del texto del Mensaje. El Poder Ejecutivo dice que resul- 
ta manifiestamente injusto e inconveniente para varias 
capas sociales; que el régimen proyectado es injusto para 
un amplio sector social. Parecería elemental que el Poder 
Ejecutivo tendría que determinar cuáles son las normas 
que en la ley vulneran a estos sectores sociales, dado que 
contiene una normativa bastante extensa y que se supo- 
ne afecta los intereses de las partes en distintos planos. 
Debió ser obligación del Poder Ejecutivo señalar concre- 
tamente qué normas son las que están afectando a la si- 
tuación de estos vastos sectores sociales y precisar el al- 
cance y contenido de sus observaciones para que la Asam- 
blea General las pudiera retener. 


No veo otra forma que aquella que el Mensaje del 
Poder Ejecutivo envía para interpretar cuál es el alcance 
de este veto y de esta observación. A partir del momento 
en que el Partido Colorado —a través de sus representan: 
tes vinculados estrechamente a la esfera del Goblerno— 
ha tenido pronunciamientos muy concretos en este Cuerpo 
en cuanto al alcance de este proyecto, y que la posición 
del Poder Ejecutivo es discrepante con la de los integran- 
tes del propio Partido que votaron el mismo, si ese Poder 
hubiera concretado cuáles son esas objeciones, qué dis- 
posiciones son las que realmente estaban contribuyendo a 
generar ese grado de injusticia que lleva a vetar esta nor- 
ma legal, hubiera puesto fin a la situación angustiosa que 
viene prolongándose durante casí un año, entonces, noso- 
tros nos hubiéramos sentido autorizados a expresar una 
opinión concreta y a evaluar la certeza o no de la decisión 
del veto. 


En el momento, desconocemos cuáles son las normas, 
los criterios o las razones que llevan a que el Poder Eje- 
cutivo emita un juicio negativo respecto de este proyecto 
de ley. Las desconocemos. Por lo menos este juicio de va- 
lor en cuanto a la injusticia hacia vastas capas sociales, 
serviría para llamar al Ministro del ramo y preguntarle 
qué es lo que estima el Poder Ejecutivo que afecta injus- 
tamente a esa gente. Por supuesto que podemos inferirlo, 
aunque no se trata de un ejercicio de captación de lo que 
está en juego como para que nos lleve a elocubraciones 
demasiado extensas, pero es indudable que debieron ha- 
berse señalado como una forma de buena relación entre 
los Poderes del Estado. 


En definitiva, consideramos que las posiciones están 
claramente delineadas a nivel de los partidos políticos y 
de los grupos representados en esta Asamblea General. 
Consideramos que no es necesario extender esta situación 
de angustia para miles de familias durante un tiempo tan 
prolongado como son quince días. Tal vez, sea necesario un 
intermedio que, de alguna forma, permita reunirse a los 
distintos grupos de los partidos políticos con el fin de ver 
si es posible aunar criterios en un proyecto que dirima es- 
ta cuestión. Reiteramos que ese plazo debe ser muy corto, 
no puede exceder de cinco días, porque el Parlamento es- 
t4 en la obligación y en el deber moral de dar una res- 
puesta al país sobre esta temática en el plazo más breve. 


Ese es, pues, el sentido del planteo que hemos formu- 
lado: que el tiempo de que disponga esta Comisión Bi- 
camera] —cuya integración aceptamos que sea en los tér- 
minos más amplios y de la manera más representativa de 
las posiciones existentes en el Parlamento— sea lo más 
breve posible. Hacemos cuestión fundamental en que di- 
cha Comisión eleve un informe definitivo con un proyecto 
sustitutivo o de otra forma que sean de responsabilidad de 
los partidos ante el país las decisiones que se adopten en 
esta Asamblea General, 


Nada más. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
legislador Cassina. 


SEÑOR TOURNE. — Disculpe, señor legislador, pero 
le había concedido una interrupción al señor legislador 
Cantón, cosa que después olvidé. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Supongo que el señor le- 
gislador Cassina le concederá una interrupción al señor 
legislador Cantón. 
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SEÑOR CASSINA. — Con mucha gusto le concedo 
una interrupción al señor legislador Cantón. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrúmpir el se- 
ñor legislador Cantón. 
SEÑOR CANTON. -—- He tenido mala suerte esta no- 


che con los señores legisladores nacionalistas en cuanto a 
las interruptionés, pero sé que no ha habido mala fe. 


No quería permahécer ex silencio frente a una pre 
gunta realizada por él señor legislador 'Tourné, quien pre- 
guntó si a lo largo de este trámite parlámentario —así lo 
interpreté— se habían preséritado solúciones de amparo al 
modesto inquilino, No sé si el señor legislador se refirió a 
la posición del Poder Ejecutivo o a otro trámite parlamén- 
tario. Si fuera este último caso, dpelo a la memoria del 
señor legislador Tourné para decirle lo qué toda lá pobla- 
ción conoce: en el trámite de la Asamblea General uno de 
los temás que llévó más tiempo y eéncéndió una discrepan- 
cia, en el méjor de los tonos, de posiciones filosóficas, fue 
la de la contemplación del pequeño propietario. En aquella 
oportunidad, hubo una propuesta muy modesta por parte 
de huestro sector. Es muy poco —digámosto con franque- 
za— lo que se puede hacer en este aspecto. Al respecto, 
un señor legislador decía que en definitiva habría que op- 
tar entre dos dificultades, entre dos miserias, es decir, la 
angustia del modesto inquilino. o del pequeño propietario, 
Entonces, yo contestaba que sí, parque si no había otra 
fórmula, era necesario inclinarse por la más justa posl- 
ble que hubiera entre esos intereses contrapuestos. Ante 
la búsqueda de estas soluciones, propusimos no una sino 
dos fórmulas que contemplan al modesto propietario, pe- 
ro no tuvimos fortuna. Hubo mayoría en la Asamblea Ge- 
neral, pero no dos tercios. Esto revela que la propuesta 
tenía consistencia, fuerza de justicia. Y lo que hace el 
Poder Ejecutivo —aunque nó suministre otra fórmula, 
porque en un veto rio puede hacerio— supone implícita-- 
mente —a pésar de que €l señor Presidente dé la Repú- 
blica no lo dice en su Mensaje— que caló muy hondo en 
el espíritu de equidad del primer mandátario aquella in- 
justicia de la Asamblea General. O séa que la ley se ol- 


¡ 


" vidó del modesto propietario, lo desamparó. Pediría que 


no se manifieste, entences, que en su moniento nO se su- 
girieron fórmulas. Por supuesto que eran pobres, pero 
era el mínimo que amparaba al modesto propietario; la- 
mentablemente, la ponéncia no tuvo suerte en la Asam- 
blea General 


Esta era la precistón que quería señalar. Agradezco 
también al señor legislador Cassina por la interrupción 
que me concedió. 


SEÑOR TOURNE. — ¿Me permite una interrupción, 
señor legislador Cassina? j 


.. SEÑOR CASSINA. — Le cencedo una interrupción al 
señor legislador Tourné. 


SEÑOR PRESIDENTE, -— Puede 1 
danano ede interrumpir el señor 


SEÑOR TOURNE, — Muchas grécias, señor legislador. 

Al mismo tiémpo, Je pido disculpas al” señor legislador 
de Intertpclón que 20d Dead, Ci O 
n que me hacía, 'enderá el señor legis- 

lador que hubo totál buena fe. as 


Con respecto a este problema, entiendo que es el Po- 
der Ejecutivo el que nos tenía que haber manifestado la 
solución económica. Es cosa distinta, desde el punto de 
vista de la opinión de los diversos sectores, que los par- 
tidos políticos representados en él Parlamento hubiéramos 
tenido en esta materia, —como además se ha exterioriza- 
do-— una solución que podría ser buena, regular o mala, 
Ello pudo determinar el pronturictamiento favorable en el 
Senado como posteriormente el rechazo de la Cámara de 
Representantes y de la Asamblea General. Pero se trataba 
de posiciones de las bancadas parlamentarias. Nátural- 
meénte, ro puedo inferir que la posición del señor legisla- 
dor Cantón sea la oficialista, que nos esté refiriendo en 
estos momentos la posición del Gobiérno, que sus puntos 
de vista sean. los del Poder Ejecutivo. Si fuera así, bien; 
hublera baítado 
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quier forma, el hecho claro y concreto es que no conoce- 
mos ese punto de vista. 


Voy a señalar algo que está centrado en la norma del 
artículo 140 de la Constitución. En una nueva interpreta- 
ción, cabe la posibilidad —como lo manifestó el señor le- 
gislador Aguirre— de que un nuevo proyecto que aúne la 
voluntad de los tres quintos del Parlamento permita supe- 
rar esta situación. Pero también hay otra posición muy 
fundamentada en el curso de las discusiones parlamenta- 
rias del pasado y es que la Asamblea General no puede 
hacer otra cosa que levantar el veto o aceptar las obser- 
vaciones del Poder Ejecutivo. En el caso de que ésta fue- 
ra la tesitura, el Poder Ejecutivo nos ha embretado en un 
dilema que realmente produce angustia. Si no lo supe: 
ramos esto constituirá un factor de desprestigio del poder 
político, por cuanto es indudable que, de contormidad con 
el artículo 140, un proyecto rechazado no puede volver 
a ser presentado durante el curso de la Legislatura y un 
proyecto que queda sin efecto en virtud de no obtener 
los tres quintos de votos para su sanción —es el caso de 
las normas de emergencia que en definitiva son las que 
están en juego— no puede incluirse en otro, tal como se 
ha pretendido, en virtud de esta interpretación que esta- 
mos señalando, es decir, siguiendo los trámites corres- 
pondientes a través de la Camara de Representantes, del 
Senado y así sucesivamente hasta terminar con una pro- 
mulgación del Poder Ejecutivo. Este podría ser el camino, 
pero está cuestionado, én virtud de que existe una norma 
constitucional concreta que dispone que ante un pronun- 
ciamiento negativo lo único que cabe es levantar el veto o 
aceptar las modificaciones y que el mismo proyecto no 
puede ser considerado hasta la nueva Legislatura. 


Por esa razón me afilio a la tesis de pasar a cuarto 
intermedio y envíar el asunto a una Comisión para que, 
en un término breve, analice el problema constitucional 
que implica esta situación en la que nos encontramos. 


Creo que, en definitiva, lo peor que puede pasarle al 
país es que no tengamos ley de alquileres, porque, aun- 
que ella pueda ser en parte resistida y en la realidad de 
los hechos —y convengamos que éste es un reconocimien- 
to a una actitud que creo puede ser compartida absoluta- 
mente por todos los señores legisladores— nadie está en- 
teramente conforme con este proyecto de ley, si tuviera 
que dictarse otro a la medida de cada uno, quizás habrían 
por lo menos 130 soluciones, o tantas como grupos polí- 
ticos existen en este Parlamento. En consecuencia, con- 
sidero que nadie puede sentirse enteramente identificado 
con este proyecto de ley. 


Existe, por otro lado, una necesidad fundamental de 
amparar al inquilino. Este es el gran drama al que se ve 
enfrentado el Parlamento por esta decisión que considero 
no pertinente —dadas las circunstancias y el tiempo que 
ha demandado el estudio de este proyecto— y por las ca- 
racterísticas del Mensaje, que importa un rechazo a la 
totalidad del proyecto de Ley. Esto nos plantea la nece- 
sidad de un reanálisis, ya que no tenemos la alternativa 
de utilizar la vía de una mayoría absoluta. 


SEÑOR CASSINA. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
legislador. 


SEÑOR CASSINA. — Señor Presidente, teniendo en 
cuenta que estamos sesionando con un quórum relativa- 
mente reducido, voy a procurar abreviar en todo lo po- 
sible la exposición que pensaba realizar y que no puedo 
eludir porque, como es notorio, participé muy activamente, 
en representación del Frente Amplio, en los trabajos par- 
lamentarios que se cumplieron en la Cámara de Repre- 
sentantes y en la Asamblea General para la sanción del 
proyecto de ley que el Poder Ejecutivo ha vetado. 


Las observaciones realizadas por el Gobierno obligan 
naturalmente a una respuesta, cuando ellas atacan al pro- 
yecto por su constitucionalidad, es decir que lo objetan 
desde el punto de vista de su regularidad jurídica, y de 
su mérito en cuanto establece que tiene soluciones incon- 
venientes, aparte de las inconstitucionales. 
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El Poder Ejecutivo dice que la sanción definitiva de 
este proyecto de ley introduciría incertidumbre en el país. 
Y yo digo, señor Presidente, que la incertidumbre la in- 
troduce el veto del Poder Ejecutivo. 


(Apoyados) 


A partir de los estudios realizados en la CONAPRO, 
todo el país sabía que se contaría con una ley de emer- 
gencia en materia de arrendamientos que tendría deter- 
minadas soluciones que salieron, prácticamente, articula- 
das. Además, era sabido que la misma contendría una re- 
baja general en los precios de los arrendamientos, de los 
sectores de inquilinos de medianos y bajos ingresos. Tam- 
bién se sabía que la misma implicaría una solución al pro- 
blema de los arrendatarios malos pagadores, a efectos de 
poder rehabilitarlos y permitirles abonar sus adeudos y 
continuar en forma regular con el cumplimiento de sus 
contratos de arrendamientos. Por otro lado, se sabía que 
iba a contener una solución de prórroga para los desalojos 
de los arrendatarios buenos pagadores y que protegería a 
los ocupantes de las casas de inquilinato, esa vergúenza 
nacional que no hemos logrado eliminar. 


Asimismo, se sabía, que contendría una solución para 
los pequeños' propietarios, y éste es el aspecto sobre el 
cual ha hecho hincapié el Poder Ejecutivo, a fin de uti- 
lizarlo como excusa para vetar esta ley. Y digo excusa, 
apropiadamente, porque en la CONAPRO los partidos po- 
líticos —a los que reclamo un mínimo de responsabilidad 
y coherencia para con los documentos que suscriben y 
ante los que se comprometen— dijeron que se acordaría 
estudiar un mecanismo, que contara con la aprobación de 
la conducción económica que permitiera dar solución en 
forma inmediata a lo concertado en el documento inicial 
de vivienda, con el fin de causar el menor perjuicio po- 
sible a los pequeños propietarios afectados por la rebaja 
de alquileres. 


¿Qué fue lo que se estableció en ese documento ine- 
quívoco? En primer lugar, que la rebaja de alquileres iba 
a ser igual aun en el caso de arrendatarios de fincas per- 
tenecientes a modestos propietarios, que inevitablemente 
iban a ser afectados por ella. Además, se establece que 
las soluciones tendrían que ser aportadas por la conduc- 
ción económica, del Gobierno. ¿Por qué? Porque no podían 
estar, naturalmente, dentro del mecanismo de una ley de 
alquileres, es decir, que requerían soluciones de índole 
tributaria que sólo pueden contar con la iniciativa del 
Poder Ejecutivo. 


Esas soluciones pueden ser, por ejemplo, —si un due- 
ño prueba su condición de pequeño propietario— un sub- 
sidio correctivo, por parte del Estado. Pero, repito, eso 
requiere iniciativa del Poder Ejecutivo es decir -——co,mo 
lo establece este documento— debe contar con la aproba- 
ción de la conducción económica, y además, con la cohe- 
rencia que deben tener los partidos políticos. Estos no 
son islas, que tengan un determinado significado en el go- 
bierno nacional y, otro diferente, en el departamental. 


Asimismo, pienso que si este acuerdo de la CONAPRO 
se hubiera cumplido, el Municipio de Montevideo no ha- 
bría gravado abusivamente a los pequeños propietarios 
con la contribución inmobiliaria. El propio Partido Colo- 
rado fue el que estableció estas soluciones en la Intenden- 
cia. AMí, los ediles del Frente Amplio propusieron una fór- 
mula alternativa, por la cual, la modificación del tributo 
de contribución inmobiliaria, prácticamente desgravaba a 
los pequeños propietarios, gravaba intensamente a los 
grandes y, en menor medida, a los medianos propietarios. 
De esta forma, se aplicaba la tributación basándose en un 
principio de justicia distributiva, exigido por el constitu- 
yente en la medida en que el legislador debe aplicar un 
criterio de igualdad en la sanción de normas legales. Se 
trata de un criterio de igualdad —que como se sabe des- 
de hace tiempo lo ha demostrado la jurisprudencia nor- 
teamericana y lo acoge nuestra doctrina, a través de un 
valioso análisis del Profesor Justino Jiménez de Arécha- 
ga— que no implica tratar igual a todos, porque el prin- 
cipio de igualdad de la ley supone justamente, tratar en 
forma disluida a las situaciones desiguales, para corregir 
las diferencias que existen en una sociedad. 
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Es por eso que no admito que se diga que no fuimos 
sensibles al problema de los pequeños propietarios. Por el 
contrario, nos preocupa vivamente y no está en nuestras 
manos el poder solucionarlo, porque necesariamente re- 
quiere iniciativa de la conducción económica, es decir, del 
Poder Ejecutivo o del Gobierno Departamental. En el Go- 
bierno Departamental de Montevideo se puede modificar 
la tributación en materia de contribución inmobiliaria 
-—Conforme a las fórmulas propuestas por los ediles del 
Frente Amplio— desgravando o gravando menos intensa- 
mente a los pequeños propietarios, si es que tanto se cla- 
ma por protegerlos. Pero su protección, no puede llevarse 
a cabo —y así nos comprometimos en la CONAPRO tpo- 
dos los partidos políticos— a costa del sacrificio de los 
pequeños y modestos arrendatarios. Defenderemos a los 
pequeños propietarios, pero lo vamos a hacer con fórmu- 
las reales, que no desprotejan a sus modestos inquilinos. 


El Poder Ejecutivo y el Municipio de Montevideo, pue- 
den contar con los votos del Frente Amplio para estable- 
cer fórmulas de justicia tributaria que amparen a los pe- 
queños propietarios y, desde aquí, les decimos que cuen- 
ten con nuestro voto; que se propongan las soluciones 
convenientes, y las votaremos, ya sea en el Municipio de 
Montevideo, o aquí en el Parlamento Nacional. Entonces, 
que no se excuse, señor Presidente, la observación de la 
ley en la defensa de los pequeños propietarios, porque esa 
fundamentación no tiene sentido ni coherencia. 


Durante meses el país tuvo —en la medida en que 
los partidos políticos se habían comprometido a ello— la 
certidumbre de que se sancionaría una ley que contuvie- 
ra determinadas soluciones transitorias y de emergencia, 
para los modestos arrendatarios, de medianos recursos, 
y además, que la misma arreglaría la situación de los ocu- 
pantes de las casas de inquilinato. 


Eso está claramente escrito en un documento firma- 
do por representantes de los cuatro partidos políticos, aun- 
que es cierto que algunos sectores no participaron, como 
el de la Unión Colorada y Batllista, que ha sido expre- 
samente señalado, y que pertenece a un partido mayo- 
ritario. 


El Frente Amplio participó de esas reuniones y nos 
responsabilizamos por este documento. Hemos tratado de 
cumplirlo porque, como partido político, nos comprometi- 
mos en estas soluciones en las que creímos y creemos. 


La incertidumbre la introduce el Poder Ejecutivo que, 
inopinadamente —en uno de los trámites más complejos 
de promulgación de una ley— cuando el Parlamento san- 
ciona determinadas normas con un respaldo político abru- 
mador, sale de pronto, —como si no viviera en este país 
e ignorara que durante meses este tema ha estado en la 
discusión pública, ya que los diarios han publicado los 
proyectos que estaban a consideración de las Comisiones, 
y los sancionados por cada Cámara, así como el que tenía 
a estudio la Comisión de la Asamblea General— como si 
recién se enterara, a hacerle saber a sus correligionarios, 
que tenía un gran desacuerdo con la ley que, en defini- 
tiva, consagraba objetivos e instrumentos a los que el 
propio partido de Gobierno se había comprometido du- 
rante la Concertación Nacional Programática. 


SEÑOR PASQUET. — ¿Me permite una interrupción, 
señor legislador? 


SEÑOR CASSINA. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el señor 
legislador. 


SEÑOR PASQUET, — Señor Presidente: al escuchar 
a distintos voceros del Poder Ejecutivo comentando el ve- 
to interpuesto contra esta ley, pudimos apreciar que se 
intentaba propiciar un reexamen para que de ese nuevo 
análisis puedan surgir soluciones más satisfactorias. Esta 
aspiración de ningún modo, puede considerarse privativa 
del Poder Ejecutivo. No recuerdo a ningún legislador que 
haya dicho, al cumplir el correspondiente trabajo legis- 
lativo, que se encontraba plenamente satisfecho y que sus 
aspiraciones estaban colmadas con la sanción del proyecto 
que, en definitiva, votó la Asamblea General. Recuerdo 
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que, de un modo o de otro, con distintos estilos o matices, 
todos fuimos señalando que ese texto, al que se llegaba 
en virtud de acuerdos políticos que, a Su vez, eran el re- 
flejo de determinada correlación de fuerzas entre los sec- 
tores políticos aquí representados, no colmaba las aspira- 
ciones de nadie y que, de algún modo, llegábamos a vo- 
tarlo con una gran dosis de resignación. El texto no ha- 
bía podido salir mejor, porque había sido imposible lo- 
grar un acuerdo en ese sentido. Cuando el Poder Ejecu- 
tivo provoca el reexamen del texto legal, de algún modo 
se está haciendo eco de una inquietud que todos manl- 
festamos y que nos es común. 


Pienso que en esta instancia deberíamos repensar y 
revisar el correspondiente texto legal y veo que, lejos de 
ello, estamos centrando la discusión y el análisis en el 
ataque al veto del Poder Ejecutivo. 


De ninguna manera pretendo que se soslaye la con- 
sideración del veto, no solamente en los aspectos técni- 
cos que han sido objeto de examen, sino tampoco en los 
aspectos políticos que involucra. Sin embargo, no podemos 
considerar este tema como si hubiéramos sancionado una 
ley satisfactoria, correcta o superlativamente buena, que 
estuviera en el mismo nivel de técnica legislativa y jurí- 
dica que tienen el común de las leyes sancionadas por es- 
te Parlamento. Creo que todos somos conscientes de que 
esta ley no tiene ese nivel medio a que he aludido y que 


” dista muchísimo de satisfacer los requerimientos mínimos 


en esta materia. Señalo esto en lo que, a mi juicio, es prl- 
mordial en este tema, que es lo que se refiere a los me- 
canismos establecidos para la rebaja en los arrendamien: 
tos. Sin duda, ese es el corazón del proyecto. Cuando es- 
tablecimos que era necesario dictar una ley de emergencia 
para contemplar la angustiosa situación económica y so- 
cial de enormes sectores de arrendatarios de menores in- 
gresos, estábamos señalando que el tema central debería 
ser el de “precios”. Lo demás, es accesorio y complemen- 
tario; puede ser muy importante, como el capítulo refe- 
rido a casas de inquilinato, pero no me cabe ninguna du- 
da —y así lo creo sinceramente— que el tema central, 
repito, es el que se refiere a los precios. Allí es donde 
hay que medir el acierto, la corrección y la pulcritud de 
la tarea legislativa. El realizar un análisis de este tema, 
no permite sostener que el resultado a que se arribó fue 
fruto de un criterio largamente meditado o estudiado y 
que con el transcurso de los meses fue puliendo sus aris- 
tas de justicia o afinando sus mecanismos técnicos. 


En consecuencia, cuando se definió la solución legis- 
lativa en el aspecto central del proyecto, que es el tema 
“precios” en materia de arrendamiento, no llegamos a 
ella con un trabajo legislativo realmente depurado y óp- 
timo. Lejos de eso, allí donde hay que buscar el acierto 
o desacierto, el mérito o los deméritos de este proyecto, 
encontramos a mi juicio el peor aspecto de este proyecto 
de ley. Eso sucede porque se adoptó un mecanismo que 
es de mera yuxtaposición de las soluciones a que indi- 
vidualmente llegó cada Cuerpo. 


La Cámara de Representantes encontró un determina- 
do mecanismo, que es el denominado “de las franjas”, pa- 
ra proceder de acuerdo con él a la reducción del arren- 
damiento, según determinado porcentaje. Luego, la Cá- 
mara de Senadores entendió que esa no era la solución 
apropiada y diseñó la rebaja de alquileres para determi- 
nadas situaciones. Por lo tanto, se produjo un desencuen- 
tro entre ambos Cuerpos y debió buscarse una alternati- 
va para el diferendo. Lejos de encontrar una solución, lo 
que hicimos fue darle estatus legal al inventario de nues- 
tras discrepancias, porque no contiene otra cosa el texto 
sancionado por la Asamblea General. Por un lado, reco- 
gimos la solución brindada por la Cámara de Represen- 
tantes y, por otro, incluimos la aportada por la Cámara de 
Senadores. Pusimos una al lado de la otra, y dijimos que 
eso era la ley. ES 


Creo que de ningún modo puede admitirse este resul- 
tado, que no habla muy bien de nuestras habilidades legis- 
lativas, como el fruto maduro, decantado y meditado de 
una labor de meses que se había iniciado con el trabajo 
de la CONAPRO y que luego continuó con la tarea par- 
lamentaria, Por el contrario, la solución adoptada fue 
en notorio detrimento de la armonía general del proyec: 
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to, causando un desequilibrio insubsanable, que es el que 
motiva una observación de carácter absolutamente gene- 
ral del Poder Ejecutivo, Se le reprocha no haber precisa- 
do sus afirmaciones cuando dice que se vulnera el inte- 
rés de vastos sectores de la población. No tiene por qué 
hacerlo, ya que lo que está cuestionando es el acierto ge- 
neral de un proyecto que no lo tiene, que es notoriamente 
desequilibrado, al que le falta armonía, cosa que no pue- 
do sorprender si repasamos el mecanismo de su elabora- 
ción. 


Insisto en que aquí tenemos la solución de las franjas, 
por un lado, y la rebaja de alquiler, por otro. Y no es 
porque alguien haya sostenido, desde la CONAPRO, que 
había que llegar a esa solución porque así lo indica el 
sentido de justicia, porque de ese modo se contempla me- 
jor la situación de los arrendatarios, o porque esa es la 
mejor política en esta materia. Lo que sucedió es que no 
se nos ocurrió otro mecanismo mejor que este “salomó- 
nico”, al tratar de solucionar los diferendos entre ambos 
Cuerpos, dejando contentos a los dos. Repito que tomamos 
el procedimiento aceptado por la Cámara de Representan- 
tes y el aprobado por la Cámara de Senadores. Entonces, 
nadie podía sentirse agraviado. 


A mi juicio, este trabajo legislativo fue pobre y me 
siento tan responsable como todos en esta tarea que cris- 
talizó en lo que sin duda es el corazón de la ley. Y sobre 
el mismo es que recae en sustancia el veto. 


En cuanto a las inconstitucionalidades alegadas son, 
a mi juicio, complementarias o accesorias, pero el tema 
central es que hemos sancionado una ley notoriamente 
desequilibrada y de la que nadie puede decir que buscó 
siquiera, el equilibrio necesario. Desde este punto de vista, 
el veto se justifica. El Poder Ejecutivo aporta o pone en 
juego un mecanismo constitucional que fuerza a un reexa- 
men del problema, a la luz de nuevas realidades políti- 
cas. Nosotros no hubiéramos podido llegar a ese reexamen 
porque las realidades políticas en el recinto legislativo 
indicaban otra cosa y estábamos en una especie de punto 
muerto del cual tuvimos que salir a través de esta ley, que 
no dejó conforme a nadie. El Poder Ejecutivo hace jugar 
el instituto del veto e introduce una realidad política dis- 
tinta y fuerza a un reexamen del que, no tengo dudas, sal- 
drá una ley más equilibrada. 


Es cuanto quería, expresar y agradezco la interrup- 
ción que me ha concedido el señor legislador. 


SEÑOR CANTON, — ¿Me permite una interrupción? 
SEÑOR CASSINA. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el señor 
legislador. 


SEÑOR CANTON. — Quisiera hacer una reflexión en 
relación a lo que señalaba el señor legislador Pasquet. 


En honor a la verdad, al auténtico trámite que tuvo 
lugar en la Comisión Bicameral, me permito afirmar que 
no es exacto que cuando nos sentamos a discutir este 
proyecto de ley, los legisladores hayamos tratado de ha- 
Cer una especie de “fifty-fifty”, que es lo que parece sur- 
gir de las palabras del señor legislador Pasquet. No es 
que hayamos tratado de quedar conformes en la medida 
en que recogiéramos el 50 % de cada fórmula y hayamos 
arbitrado, de esa manera tan original, una opción para 
el inquilino que paga hasta N$ 15.000 de alquiler, dán- 
dole indistintamente la posibilidad de rebaja por una 
parte, y, por otra, la opción del 25 %. 


Pienso que no fue así. Certifico que no hubo amor 
propio de parte de ninguno de los integrantes de las dos 
Cámaras y que, incluso en muchas fórmulas que habían 
salido del Senado, los señores legisladores actuaron con 
gran amplitud de miras, reconociendo razones que se Opo- 
nían a algunas fórmulas contenidas en la solución de la 
Cámara de Representantes. 


La doble opción fue una solución que se estimó razo- 
mable. Es un tema discutible pero quiero decir, con el 
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mayor respeto, que no fue una especie de distribución de 
conformidades o de agravios. Pareció razonable esa fór- 
mula y a ella llegamos. Personalmente, sin creer que sea 
una solución perfecta, digo que no me siento disgustado 
con este tipo de fórmula, más allá de que siempre haya 
manifestado mi adhesión al régimen de las franjas. 


Pienso que esta precisión era necesaria porque lo fun- 
damental de las observaciones del Poder Ejecutivo —y 
basta leer con un mínimo detenimiento el Mensaje para 
verlo— no se dirige a los procedimientos combinados a 
través de esta solución que consagró la fórmula de la 
Asamblea General. La objeción, señor Presidente, y ter- 
mino —digámoslo una vez más refrendando lo que mu- 
chos parlamentarios sostuvimos aquí— está en el desequí: 
librio entre inquilinos y propietarios. Y perdóneseme que 
lo reitere, pero el Poder Ejecutivo es muy claro, muy en- 
fático, cuando habla del desamparo de los modestos pro- 
pietarios. Y, en la medida en que somos coherentes con 
lo que venimos sosteniendo desde hace largos meses, de- 
bemos reconocer que tiene razón, porque en esta materia 
el Poder Ejecutivo sostiene la necesidad de un equilibrio, 
por lo que su reparo es totalmente justiciero. 


SEÑOR RICALDONI. — ¿Me permite una interrup- 
ción, señor legislador? 


SEÑOR CASSINA. — Con mucho gusto, 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el señor 
legislador Ricaldoni. 


SEÑOR RICALDONI. — Quiero decir que quizás noso- 
tros estemos olvidando que este Parlamento, en relación 
con este proyecto de ley que acaba de vetar el Poder Eje- 
cutivo, batió, en su momento, una de sus propias Marcas, 
porque, en definitiva, lo aprobado por la Asamblea Gene- 
ral fue el fruto del esforzado trabajo de una Comisión 
Bicameral integrada por nueve miembros: seis represen: 
tantes y tres senadores. Los señores legisladores Cassina 
Cantón, y todos los que estamos acá presentes, recorda- 
mos los problemas suscitados, en tono muy cordial, en 
torno a la designación de los miembros informantes de 
este proyecto de ley. Esto lo digo en apoyo de lo €xpre- 
sado por el señor legislador Pasquet, y en amistosísima 
contradicción con lo que afirma el señor legislador Can- 
tón. ! 


En definitiva, debimos ser designados miembros in- 
formantes los nueve integrantes de la Comisión —un ciem 
por ciento, y por eso digo que ello fue “récord”— porque 
ninguno de nosotros, por más aprecio y respeto que tuvié- 
semos por las opiniones de los otros miembros de la Co- 
misión, nos hubiéramos sentido totalmente representados 
por cualquiera de los ocho legisladores restantes, 


Entonces, fue tal como dice el señor legislador Pas- 
quet, porque en muchos aspectos, no sólo yo, sino tam- 
bién los señores legisladores Cassina, Cantón y los demás, 
transamos; y si repasamos el informe dirigido a la Asam- 
blea. General, veremos que en el primer párrafo se esta- 
blece que el proyecto fue “el resultado de una transac- 
ción a la cual se llegó no sin arduos esfuerzos, y tras 
deponer sus integrantes puntos de vista sostenidos con 
anterioridad, y que fueran entonces determinantes de las 
apuntadas discrepancias”. Y agrega en seguida: “Es por 
ello que individualmente ninguno de los miembros de la 
Comisión comparte el texto en su integridad, en la me” 
dida en que respecto de alguna de sus disposiciones, las 
divergencias no han podido superarse”. 


Digo que este texto del informe a la Asamblea Gene- 
ral, si de algo peca es de discreción al referirse a algunas 
de las diferencias que tuvimos los integrantes de la Co- 
misión Bicameral. Creo que es una rigurosa verdad histó- 
rica que en el tema de fijación de precios, donde se com- 
binó la fórmula de las Cámaras de Representantes y de 
Senadores, se optó por una suerte de empate —una fór- 
mula salomónica, como decía el señor legislador Pas- 
quet— porque todos sabíamos que el tema de fijación de 
los precios era el más arduo y difícil de resolver. 


SS 
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Hubo un momento en esa Comisión Bicameral en que 
todos fuimos conscientes de que si no surgía una solución 
tipo “collage” para ese problema -—como esta de la com- 
binación de las dos fórmulas— nos ibamos a empanta- 
nar de una forma tal que impediría terminar el trabajo 
de la Comisión. 


En consecuencia, pensemos si cuando el Poder Ejecu: 
tivo hace objeciones —mediante el veto— respecto de las 
fórmulas recogidas, no tiene razón. Yo creo que sí; por- 
que es imposible afirmar que el proyecto de ley en exa- 
men sea perfecto, o que salió por el apoyo general a sus 
soluciones, Yo diría que la aprobación surgió por agota- 
miento, casi con un espíritu de resignación ante la impo- 
sibilidad de encontrar alguna fórmula que contara con 
una mayoría consistente que respaldara un proyecto sa- 
tisfactorio para todos, y que lograra la mayoría que se 
exige en la Asamblea General para la aprobación de'las 
leyes. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE, — Continúa en uso de la pa- 
labra el señor legislador Cassina. 


SEÑOR CASSINA. — El señor legislador Ricaldoni 
responde por su voto en la Comisión Especial de la Asam- 
blea General, pero sólo por su voto. 


Recordarán los señores integrantes de la Comisión, 
que en la primera sesión que elía celebró yo señalé que 
el régimen de las franjas adoptado por la Cámara de 
Representantes era plausible por su plasticidad, si bien 
tenía cierto empirismo, mientras que el régimen de los 
topes adoptado por la Cámara de Senadores era mucho 
más adecuado, si bien tenía el inconveniente de que obli- 
gaba a promover una acción judicial y, además, a nues- 
tro juicio, estaba indebidamente limitado por la protec- 
ción al pequeño propietario, que desprotegia a su corres- 
pondiente modesto inquilino. 


Yo no afirmo que las soluciones de este proyecto de 
ley sean perfectas ni mucho menos, creo que tienen mu- 
chas dificultades, porque son soluciones de una ley de 
emergencia que busca aportar protección a un determi- 
nado sector de la sociedad que la requiere, cuando sali- 
mos de una dictadura que ha creado estas situaciones de 
tensión y angustia en la sociedad. Naturalmente, salimos 
con fórmulas legales que no son perfectas y que, incluso, 
en algunos casos, pueden estar rozando la Constitución 
de la República. Pero la Constitución nos manda legislar 
atendiendo el interés general y por eso adoptamos este 
tipo de soluciones. 


En lo que respecta a los legisladores del Frente Am- 
plio, la reserva que mantuvimos en la Comisión fue en 
relación al literal C) del artículo 49, referida a la pro- 
tección a los modestos propietarios. Esa fue la única sal- 
vedad que mantuvimos tanto en la Comisión como en 
el Plenario. 


No puede decirse que hayamos hecho otras salveda- 
des; por el contrario, en esta instancia y por las circuns- 
tancias que vive el país —que el Poder Ejecutivo dice que 
no conocemos, pero que no es así y hemos querido atem- 
perar— entendemos que además del procedimiento de las 
franjas, que seguramente iba a ser el utilizado por la 
mayoría de los arrendatarios por su simplicidad y prac- 
ticidad, era necesario y útil acoger el mecanismo de los 
topes de las rebajas de alquiler en aquellos casos en que 
la protección que deparaba el régimen de las franjas no 
era suficiente. Por eso nosotros apoyamos el criterio de 
establecer los dos procedimientos en la ley: uno de ellos 
Operando automáticamente por el solo ministerio de la 
ley, de acuerdo con su carácter de orden público, y el otro 
como una opción dejada al arrendatario para los casos 
en que la protección de las franjas le resultara manifies- 
tamente insuficiente. 


Además, señor Presidente, las observaciones del Po- 
der Ejecutivo tienen tal superficialidad y tal ligereza que 
dos legisladores del Partido Colorado —a los que respe- 


ASAMBLEA GENERAL 


15 de Octubre de 1985 


tamos mucho por su seriedad— han intentado comple- 
mentarlas y para ello han dado dos argumentos absolu- 
tamente discrepantes. Uno de ellos ha señalado que la 
observación se centra en el problema de la determinación 
de los precios, y el otro ha expresado que ella radica en 
el problema de la no protección de los pequeños propie- 
tarios. Si serán desafortunadas —por decir lo menos— si 
estarán concebidas con tal ligereza estas observaciones 
del Poder Ejecutivo, que tienen que ser complementadas 
por los legisladores de su partido con argumentos que si 
no son discrepantes, por lo menos no son coincidentes. 


Por otra parte, el Poder Ejecutivo no podía ignorar 
que este proyecto de ley se estaba tramitando y que iba 
a contener determinadas soluciones. Pienso que entonces 
podría haber advertido a los legisladores de su partido 
acerca de sus discrepancias con este proyecto, a fin de 
evitar esta incertidumbre que ahora introduce este veto 
a soluciones que hasta ahora no habían sido práctica- 
mente discutidas porque habían sido aceptadas por los 
cuatro partidos desde la CONAPRO, pero con matices en 
cuanto a la forma de instrumentarlas. 


No voy a insistir en el problema de la constitucio- 
nalidad de algunas de las normas porque, por vía de ín- 
terrupción, hice referencia al tema y me parece que rei- 
terarlo sería aburrir a la Asamblea, ya que este tema 
—como cualquier otro en el que hay debate en materia 
jurídica— se puede discutir hasta el agotamiento sin que 
se llegue a una definición. 


La realidad es que en materia de arrendamientos con- 
cretamente, el país conoce una abundante legislación con 
soluciones de este tipo que, en la tesitura que en este caso 
concreto sostiene el Poder Ejecutivo, vulneran la intan- 
gibilidad de la cosa juzgada y, sin embargo —como lo 
reconocía el señor legislador Tourné— no sabemos de la 
existencia de una sentencia de la Suprema Corte de Jus- 
ticia que declare la inconstitucionalidad de alguna de 
estas leyes. 


He dicho —y termino, señor Presidente— en algunos 
de los reportajes que se me han hecho en estos días con 
motivo de las observaciones del Poder Ejecutivo, que ellas 
me sorprendían porque, en cierta medida, no sólo desau- 
torizaban a todo el Parlamento sino también a los pro- 
pios correligionarios del Poder Ejecutivo que habían tra- 
bajado en las dos Cámaras y en la Asamblea General 
eláborando este proyecto: de ley. Es cierto que han ha- 
bido salvedades y matices, pero estos legisladores han tra- 
bajado y han aceptado estas soluciones como las más 
razonables y convenientes a pesar de ser difíciles, com- 
plejas e imperfectas porque entendían que iba a ser muy 
difícil encontrar fórmulas más perfectas dado que el te- 
ma es opinable. Además, la situación de los arrendatarios 
y del mercado de arrendamientos no permite vislumbrar 
en el corto plazo soluciones mucho más perfectas y con 
mayor tecnicismo jurídico. 


Creo que el Poder Ejecutivo, al emitir este pronun- 
ciamiento, es coherente consigo mismo porque, en defi- 
nitiva, está confirmando una línea económica neo-liberal 
que trata de mantener en sus lineamientos generales la 
ley de arrendamientos de 1974, inspirada en -la política 
económica neo-liberal de la dictadura. No es casualidad 
que uno de los más distinguidos expositores del neo-libe- 
ralísmo económico en el país —el director de un presti-. 
gioso semanario— en una nota insólita dirigida directa- 
mente a la Suprema Corte de Justicia reclame la decla- 
ración de inconstitucionalidad de esta frustrada ley, Ade- 
más, en esa nota expone justamente este tipo de argu- 
mentos para oponerse a este proyecto, porque ese director 
de ese prestigioso semanario es coherente con su posición 
económica neo-liberal y, naturalmente, esta ley vulnera 
principios del neo-liberalismo tratando de introducir jus- 
ticia en un distorsionado mercado de arrendamientos en 
donde Ja abrumadora mayoría de los pequeños arrenda- 
tarios pasa por situaciones angustiosas para hacer frente 
a las obligaciones mensuales del pago del alquiler. Es a, 
esa situación que este proyecto de ley ha tratado de aten» 
der —imperfectamente quizás— cumpliendo el legislador 
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«con el mandato del constituyente que le impone legislar 
en ateneión al interés general de la sociedad. 


Quiero manifestar que me indigna —y cuido la ex- 
presión— la observación del Poder Ejecutivo, planteada 
con una ligereza inaudita en lo que hace al capítulo de 
protección a los ocupantes de casas de inquilinato. Allí 
no se objeta inconstitucionalidad y no se dan argumen- 
tos de inconveniencia que sean aceptables. Además hasta 
se nos atribuye una generosa intención. 


Entiéndase bien que no estoy imputando al Poder 
Ejecutivo; está lejos de mí la intención de ese agravio. 
Pero pienso que en este problema hay una connivencia 
con los intereses económicos poderosos que se mueven en 
torno a las casas de inquilinato. 


Es bien sabido que hay personas que son propietarias 
de decenas o cientos de este tipo de vergiienza nacional, 
de instrumento de explotación de miles de nuestros com- 
patriotas. Sin embargo, este capítulo —que uno de los le- 
gisladores del partido de Gobierno con razón calificó co- 
mo uno de los aspectos más creativos de esta ley— tam- 
bién se ha objetado. Pienso que se estarán regocijando los 
propietarios de estas viviendas, que se han estado movien- 
do a fin de evitar la sanción de estas normas que apenas 
alcanzan a establecer un principio de protección —como 
dije en la sesión anterior de la Asamblea General— para 
estos ocupantes de casas de inquilinato y seudo-pensio- 
nes, explotados vilmente en su marginalidad social y eco- 
nómica. 


Señor Presidente: se ha propuesto que este asunto 
sea tratado por una Comisión de la Asamblea General. 
El Frente Amplio cree, con sentido de responsabilidad, y 
con coherencia con el voto que dio en la Comisión Bica- 
meral y en esta Asamblea, que las observaciones deben 
ser integramente levantadas. Más allá de sus imperfec- 
ciones, ésta es una buena ley para la coyuntura actual 
porque atiende puntualmente problemas de la situación 
que vive el país, que es preciso solucionar. Considero que 
a esta ley no le sobra un solo artículo. 


En ese sentido, el Frente Amplio propugna con otros 
legisladores la moción, que Creo que ya está en poder de 
la Mesa, para que la Asamblea General apruebe este pro- 
yecto de ley y el consiguiente rechazo a las observacio- 
. nes del Poder Ejecutivo. Pero de considerarse pertinente 
la designación de una Comisión por esta Asamblea para 
estudiar el tema, me pregunto —y no hay travesura en 
ello— ¿habrá que integrarla con representantes del Poder 
Ejecutivo, en la medida que éste ha desautorizada no sólo 
al Parlamento en general, sino concretamente a, los legis- 
ladores de su propio partido? ¿Qué garantías tenemos, 
entonces, de que una ley sancionada nuevamente a tra- 
vés de un acuerdo interpartidario logrado en la Asam- 
blea General, no sea otra vez vetada? 


A mi juicio, este veto del Poder Ejecutivo manifiesta 
coherencia a pesar de estar expresado con una superfi- 
cialidad y una ligereza que asombran en estas dos escue- 
tas páginas, en donde ni siquiera se toma el trabajo de 
profundizar acerca de las inconstitucionalidades e incon- 
veniencias con que objeta este proyecto de ley. 


Sostenemos que la Asamblea General debe ratificar es- 
te proyecto y debe hacerlo porque supone un principio de 
enmienda, aunque sea en la coyuntura o en la transito- 
riedad de esta ley, a la filosofía económica neoliberal de 
la dictadura claramente implícita en la Ley de 1974, agra- 
vada en la actual coyuntura por el bajo poder adquisitivo 
de Jos sectores de ingresos fijos y los altos índices de rea- 
juste de los alquileres que desde fines del año pasado se 
vienen estableciendo. 


Por tanto, reitero que esta ley debe ser ratificada 
por la Asamblea General y ésta, asumiendo con respon- 
sabilidad el sentido del voto que antes le dio a ella y 
coherente consigo misma, debe hacer saber al Poder Eje- 
cutivo que los legisladores estamos dispuestos a cumplir 
con el mandato del constituyente, que nos obliga a legis- 
lar en interés del bien general, que en este caso concretó 
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es la gran mayoría de modestos y medianos arrendata- 
rios, angustiados ante las dificultades concretas de pagar 
regularmente sus alquileres y, en consecuencia, ante la 
posibilidad, también, de quedarse sin techo, 


(¡Muy bien!) 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador Aguirre. 


SEÑOR AGUIRRE. — Naturalmente, voy a hablar 
para reiterar la moción de orden que presenté al inicio 
de la sesión. 


No obstante, ante la extensa oratoria que se ha de- 
sarrollado —debo confesar que no la he seguido con de- 
masiada atención, porque todo lo que se ha dicho ya lo 
he oído varias veces— me han quedado grabadas dos apre- 
ciaciones que se han hecho, sobre las que quiero hacer 
las correspondientes observaciones. 


Una se refiere al hecho de que la Comisión Bicame- 
ral que trató este tema, que elevó el proyecto que ahora 
es objeto de veto por parte del Poder Ejecutivo, a con- 
sideración de la Asamblea General, había llegado a un 
acuerdo para que todos sus integrantes actuaran en cali- 
dad de miembros informantes. En su momento no objeté 
ni hice ninguna manifestación pública en contrario, pero, 
ante esta observación que ha realizado el señor legisla- 
dor Ricaldoni, creo tener el derecho de afirmar —y no 
me va a contradecir porque sabe que es así— que esa 
decisión se adoptó en la Comisión no encontrándomé 
presente porque me hallaba trabajando en la Comisión 
de Presupuesto. Anteriormente, había manifestado que iba 
a firmar el proyecto pero con salvedades, y esa fue la 
conducta que seguí en la Asamblea General. Voté en ge- 
neral e hice salvedades sobre la inconstitucionalidad, en 
mi concepto, grosera de determinadas disposiciones. Por 
consiguiente, no actué como miembro informante ni Co- 
rrespondía que lo hiciera porque no se me consultó para 
ello, 


En cuanto a la incorrección que cometió la Comisión 
—ya que esto se ha mencionado— quiero decir lo siguién- 
te. En la Comisión había discrepancias y no había nadie 
que estuviera de acuerdo integralmente con el proyecto; 
particularmente yo discrepaba con una cantidad de dis- 
posiciones. No obstante, se me colocó como miembro in- 
formante, pero mi posición real es que votaba en general 
y con salvedades, que fue lo que hice. 


La segunda precisión que quiero hacer refiere a lo 
señalado en el curso de este debate en el sentido de que . 
si el veto del Poder Ejecutivo no es levantado por la 
Asamblea General, este tema no va a poder ser tratado 
hasta la próxima Legislatura. Es decir, que en función 
del artículo 140 de la Constitución nos enfrentamos, se- 
gún esta tesis, a la siguiente alternativa: levantamos las 
observaciones o no tenemos Ley de Alquileres por cinco 
años. 


Creo, con todo el respeto que se merece quien lo ha 
expresado más de una vez, que se trata de un error de 
interpretación constitucional. Quiero hacer esta salvedad 
porque no deseo que guede en el ámbito de la Asamblea 
General ni en la opinión pública, la impresión de que si 
no levantamos el veto nos quedamos sin Ley de Alquileres 
por toda la Legislatura. 


El artículo 140 dice lo siguiente: “Si las Cámaras reu- 
nidas desaprobaran el proyecto devuelto por el Poder 
Ejecutivo...” —es decir, este proyecto que se le remitió 
sancionado por la Asamblea General y que dicho Poder 
ha devuelto— “...quedará sin efecto por entonces...” 
—ese proyecto— “... y no podrá ser presentado de nuevo 
hasta la siguiente Legislatura”, 


El artículo 139 se refiere a la hipótesis en que se 
levantan observaciones del Poder Ejecutivo y dice que en 
tal caso se podrá ratificar el proyecto ajustándose a aque- 
llas. Para mayor precisión, voy a leerlo. Dice así: “Si las 
observaciones del Poder Ejecutivo se reflriesen a una 
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parte del proyecto, la Asamblea, por mayoría absoluta 
de presentes podrá rectificarlo ajustándose a aquéllas”. 
En ese caso, el proyecto queda sancionado y el Poder 
Ejecutivo debe publicarlo. 


La hipótesis que marca el artículo 140 es distinta, es 
decir, que las observaciones tampoco se levanten, pero 
como son a todo el proyecto, éste queda sin efecto y no 
hay ley para promulgar. 


Creo que lo que el artículo 140 quiere decir es que 
no se puede volver a presentar el proyecto con esa re- 
dacción, por una razón de economía legislativa, porque 
sería absurdo que a ese mismo proyecto que fue vetado 
por el Poder Ejecutivo, le diéramos entrada nuevamente 
por una de las Cámaras, lo pasáramos a la otra y lo remi- 
tiéramos luego al Poder Ejecutivo, para que este nueva- 
mente lo vete. Eso, naturalmente, sería absurdo, y tanto 
como ello sería que se considere que sobre una materia 
a la que refiere un proyecto que fue vetado, no se puede 
legislar más por toda la legislatura, que es a lo que con- 
duce esa interpretación, en mi concepto equivocada, que 
esta noche se sostuvo aquí y que no quiero dejar pasar 
en silencio. 


Concluida esta observación que admito que puede ser 
controvertida con mejores argumentos que los mios, voy 
a reiterar la moción de orden que había presentado al 
inicio de la sesión y que dice así: “Que se pase el asunto 
a estudio de una Comisión Especial de siete miembros... 


SEÑOR ARAUJO. — ¿Me permite una interrupción, 
señor legislador? 


SEÑOR AGUIRRE. — No señor legislador, no se la 
permito. Lamento decir esto porque siempre las he per- 
mitido. 


Yo había presentado una moción de orden y la Me- 
sa, haciendo cumplir el Reglamento, la iba a hacer vo- 
tar, cuando en función de reiteradas interrupciones que 
se pidieron y de solicitudes en el sentido de que se per- 
mitiese expresarse a todas las bancadas, aplacé la consi- 
deración de dicha moción. Ya se han expresado “in ex- 
tenso” legisladores de todas las bancadas. 


SEÑOR ARAUJO. — Pero hay una lista de oradores. . 


SEÑOR AGUIRRE. — La habrá, pero el argumento 
que se hizo para que yo con buena voluntad retirara la 
moción, ha perdido su vigencia porque se expresaron le- 
gisladores de todas las bancadas. Además, desde el mo- 
mento que me anoté nuevamente para hablar, en la Mesa 
se me informó... ] 


(Interrupción de un señor legislador) 


SEÑOR AGUIRRE. — Ruego al señor Presidente que 
me ampare en el uso de la palabra. 


(Campana de orden) 

—Hace alrededor de media hora, me dirigí a la Mesa 
y pregunté qué oradores estaban inscriptos para hablar 
y se me informó que el último que estaba anotado era 
el señor legislador Cassina. Por consiguiente... 


(Campana de orden) 
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SEÑOR PRESIDENTE. — Continúa en el uso de la 
palabra, el señor legislador. 


SEÑOR AGUIRRE. — Por consiguiente, me anoté pa- 
ra volver a hacer uso de la palabra. 


Creo haber tenido tolerancia en el sentido de per- 
mitir que se expresaran todas las bancadas cuando me 
amparaba el Reglamento. 


SEÑOR ROSSI PASINA. — La Unión Cívica no se ha 
expresado. 


SEÑOR AGUIRRE. — Tiene razón el señor legislador 
Rossi Pasina, en cuanto a que no se ha expresado la Unión 
Cívica, pero creo que sus representantes tuvieron tiempo 
suficiente para dirigirse hasta la Mesa y anotarse en la 
lista de oradores. 


Hacía una hora y media que se había aplazado mi 
moción y cuando concurrí a la Mesa observé que no €s- 
taba anotado ningún legislador de la Unión Cívica, de 
eso no soy responsable. É 

(Interrupción de un señor legislador) 

—Solicito que se me ampare en el uso de la palabra. 

(Campana de orden) 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar en el uso 
de la palabra el señor senador Aguirre. 

SEÑOR AGUIRRE. — Señor Presidente: voy a reite- 
rar la moción que he presentado: “Que se pase el asunto 
a estudio de una Comisión Especial de siete miembros, 
integrada por un legislador de cada bancada de cada 
Cámara, pasando la Asamblea General a cuarto interme- 
dio por quince días”. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Se va a votar la moción 
formulada por el señor legislador Aguirre. 


(Se vota:) 


—76 en 108. Afirmativa. 


5) CUARTO INTERMEDIO 

SEÑOR PRESIDENTE. — La Asamblea General pasa 
a cuarto intermedio hasta dentro de quince días. 

(Así se hace a las 22 horas y 21 minutos) 
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